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			NOTA A LA EDICIÓN 




			 




			En 1974 Patricio Aylwin comenzó a escribir el libro La experiencia política de la Unidad Popular 1970-1973. Alcanzó a redactar los primeros capítulos, pero optó por no seguir, consciente de que le faltaba distancia, serenidad y madurez frente a hechos que habían ocurrido en forma tan reciente. 




			Volvió sobre ellos en 1976. Tenía claro que, más que visiones subjetivas, se necesitaba un gran esfuerzo de objetividad para comprender lo que había pasado. Sabía que, habiendo sido actor en lo sucedido, esto era difícil, pero buscó conciliar ambas cosas. Su intención era escribir un estudio histórico, serio, documentado y meditado, basado en su propia experiencia, pero complementada por el análisis de toda la documentación que tenía a su alcance y que hoy es parte de su archivo personal, disponible en <http://www.archivopatricioaylwin.cl/>. 




			Los numerosos compromisos familiares, profesionales y políticos y las necesidades económicas le impidieron dar continuidad al trabajo comenzado. No obstante, para mayo de 1978 Aylwin había finalizado un borrador de los primeros siete capítulos del libro, que incluían desde las elecciones presidenciales de 1970 hasta fines del año siguiente. 




			Pese a sentir como un deber terminar el libro, en los años siguientes no encontró ni el tiempo ni la tranquilidad necesarios para hacerlo. 




			En junio de 1985 Aylwin comenzó una suerte de «retiro» de la política. Se dedicó a su estudio de abogados, al Grupo de los 24 y a sus labores como vicepresidente del Colegio de Abogados. Fue cuando decidió retomar lo que para entonces llamaba «el famoso libro». No fue mucho lo que avanzó. Pronto vendría el reencuentro de los demócratas, el triunfo del No en el plebiscito de 1988 y la llegada a La Moneda como presidente de la República. 




			En la quietud de su retiro de la vida pública, Aylwin retomó los capítulos que ya había escrito sobre la Unidad Popular. Aun cuando había pasado mucho tiempo, no introdujo correcciones al texto original. Volvió entonces a revisar los documentos que por años había mantenido guardados, ordenó sus ideas, tomó su lápiz Bic amarillo de punta fina y su block fiscal y continuó la redacción de su visión sobre lo sucedido, llegando hasta diciembre de 1972. A partir de ahí, colaboraron su hija Mariana y algunos ayudantes que fueron variando en el tiempo, quienes prepararon textos preliminares que permitieron al autor redactar un borrador de los últimos seis capítulos de esta obra. 
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			PRÓLOGO 




			 




			La motivación principal que mi padre tuvo para escribir este libro fue entregar su visión acerca de los hechos que entonces hicieron imposible la confluencia entre la Unidad Popular y la Democracia Cristiana y que llevaron a un callejón sin salida al sistema democrático chileno. Creía también en la necesidad de generar conciencia acerca de aquello que erosionó nuestra convivencia hasta destruir nuestra democracia. 




			Mi padre estaba lejos de la frivolidad, tenía un enorme sentido del deber y de la responsabilidad. También le importaba el juicio de la historia. 




			Quienes estuvimos cerca suyo sabemos que nunca imaginó que la dictadura sería tan larga y menos, que sería el presidente de la transición a la democracia, liderando la Concertación de Partidos por la Democracia, que unió a la Democracia Cristiana y a los partidos de izquierda democrática en una alianza que permanecería por más de veinte años. 




			Esa experiencia, que representó una nueva oportunidad para las generaciones que no pudieron evitar la ruptura de la democracia en 1973, fue sin duda la más significativa en su vida política. 




			Por eso, cuando concluyó su gobierno, emprendió la escritura de otro libro que tituló El reencuentro de los demócratas,1 en el cual relata el proceso de convergencia entre las fuerzas políticas que, pese a haber estado en posiciones tan antagónicas, habían podido construir un proyecto común. 




			Después de esa publicación decidió que era hora de retomar los manuscritos que años antes había redactado sobre el periodo de la Unidad Popular. Fue meticuloso en el uso de las palabras, el respaldo de las fuentes y la descripción de los hechos, intentando mantener una cronología que permitiera dar cuenta de esos casi tres años del gobierno encabezado por Salvador Allende. Evitó los juicios y opiniones sin fundamento. Quedó tranquilo con el trabajo realizado. 




			Hoy pensamos que este es un momento propicio para publicarlo. Han pasado cincuenta años, una distancia suficiente, como la que él buscó. 




			Mi ánimo, y el de toda nuestra familia, ha sido ser fieles a su espíritu y contribuir a la comprensión de una compleja época histórica que demuestra la importancia de advertir a tiempo las tendencias totalitarias y poner siempre por delante la convivencia civilizada, el respeto al Estado de derecho y la confianza en la democracia. 
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			PALABRAS INICIALES DEL AUTOR 




			 




			Han pasado casi cuarenta años del golpe militar... y casi cuarenta también desde que empecé a escribir este libro en el verano de 1974. Estábamos aún bajo el enorme impacto del quiebre reciente de la democracia chilena. La polémica respecto de la responsabilidad que le había correspondido a los distintos sectores era intensa, aunque soterrada porque poco y nada trascendía a los medios de prensa, salvo lo que le convenía al gobierno militar al cual fueron obsecuentes. La ruptura institucional, aunque se veía venir, golpeaba nuestras conciencias, nuestro ánimo, nuestras convicciones. 




			Habiendo sido un actor relevante, como senador, presidente del Senado y al final presidente del Partido Demócrata Cristiano (PDC), sentía el peso de mi responsabilidad y me preguntaba cómo habíamos podido llegar al quiebre de una tradición democrática que nos enorgullecía. Sentía también el peso de la responsabilidad de la Democracia Cristiana, que en ese entonces era el partido mayoritario. 




			Había sido uno de los muchos que entonces mirábamos nuestra tradición democrática con orgullo, que creíamos que nuestra patria era distinta, que nuestro pueblo tenía una cultura cívica excepcional en el continente latinoamericano y que nuestras Fuerzas Armadas, al contrario de lo que ocurría en la región, eran sólidamente institucionales. Y, sin embargo, habíamos llegado a una situación tan extrema que no pudimos encauzarla en el marco de los valores y principios democráticos que eran patrimonio de nuestra historia y también de nuestros ideales. Personalmente, me sentía agobiado, con una profunda frustración. 




			Además, en el mundo se imponía una imagen distorsionada de la realidad: la de un gobierno democrático que, presidido por Salvador Allende, había intentado hacer una revolución socialista por los medios de la democracia y había sido derrocado por las fuerzas reaccionarias, apoyadas por el imperialismo norteamericano y por una parte de la Democracia Cristiana. 




			Durante el gobierno de la Unidad Popular hubo un fuerte discurso antidemocratacristiano que intentaba dividirnos y meter a parte de nosotros en el mismo saco de la derecha y del «golpismo». Las acusaciones de que nuestro partido había participado en el golpe —o lo había hecho posible— siempre me parecieron injustas y me dolían. 




			A esa imagen contribuyeron, entre otros factores, las interpretaciones que se hicieron de la declaración que, como directiva del PDC, hicimos cuando se produjo el golpe militar, aceptándolo como un hecho inevitable en las condiciones a las que el gobierno había conducido al país; y otras que surgieron de la también famosa carta de Eduardo Frei Montalva a Mariano Rumor, explicando a la Democracia Cristiana Internacional la crisis que vivía el país y el rol de nuestro partido. 




			¿Qué podríamos haber hecho? ¿Qué dejamos de hacer para haber impedido el brutal quiebre de nuestra democracia, esa de la cual nos sentíamos orgullosos y depositarios? En el sentido más profundo, el golpe militar fue la más grande de las derrotas sufridas por el PDC, un partido que, siendo revolucionario, como se decía entonces, estaba por la sustitución de las estructuras del capitalismo y buscaba un camino sensato, equilibrado y democrático para llevar a cabo las reformas. En ese proceso de cambios profundos, fue la Democracia Cristiana —que se situaba en la centroizquierda del espectro político del país— la que terminó siendo sobrepasada por la polarización y las visiones extremas de uno y otro lado. 




			En ese contexto, junté papeles y grabaciones, ordené ideas y comencé a armar lo que pretendía fuera un análisis documentado del rol que tuvo la Democracia Cristiana en el gobierno de la Unidad Popular. No soy amigo de las memorias, en términos testimoniales. Por personalidad, me cuesta hablar en primera persona y contar anécdotas. Pero sí creía necesario dar cuenta de las tareas que me tocaron realizar y los hechos en los que participé, de los conflictos que debimos enfrentar como partido durante el gobierno de la Unidad Popular y las decisiones que fuimos tomando respecto de las políticas impulsadas por el presidente Allende, buscando en todo momento defender la institucionalidad democrática. 




			Por diversos motivos este libro me ha tomado mucho tiempo. Al principio, porque los días se me consumían entre la necesidad de ganarme la vida trabajando como abogado y la actividad política clandestina que asumimos algunos pocos dirigentes del partido para salvar el alma y el cuerpo de la Democracia Cristiana durante los primeros años de la dictadura. Posteriormente, fuimos construyendo los caminos para que se diera lo que he llamado el «reencuentro de los demócratas», lo cual testimonié en un libro que lleva ese título. 




			Durante la mayor parte de los años ochenta, mis ideas y fuerzas se concentraron en construir un proyecto común entre quienes habíamos sido adversarios para recuperar la democracia perdida. Admiré entonces que muchos políticos del mundo socialista, comunista y radical fueran capaces de dar un nuevo valor a la democracia. Compartimos, desde distintas miradas, una misma voluntad de diálogo y de búsqueda de aquello que nos unía por sobre nuestras diferencias y enemistades pasadas. En ese camino nos reconocimos como posibles aliados no solo para derrotar la dictadura, sino para construir un nuevo proyecto democrático para Chile sobre la base de la paz, la libertad y la justicia social. Surgió entre nosotros una nueva amistad y fuimos generando lazos de confianza que hicieron posible que derrotáramos en forma pacífica la dictadura militar y lleváramos a cabo una transición democrática exitosa, sentando las bases del proyecto político de la Concertación que le dio años de gobernabilidad y progreso a nuestro país. 




			No era fácil volver atrás con la memoria. El pasado nos había separado. Pero el presente y el futuro nos unían y nos interpelaban a superarlo. Además, las tareas eran exigentes y asumimos responsabilidades que ciertamente hacían incompatible continuar escribiendo este libro. 




			En la quietud de mi retiro de la vida pública, releí lo que ya tenía escrito —que era bastante— y me entusiasmé por terminarlo. En ello influye mi afecto por la Democracia Cristiana. Me interesa aportar al juicio de la historia la mirada ya lejana de las razones de nuestras acciones, los dilemas que debimos enfrentar y las decisiones que tomamos en un momento trágico de Chile. No para justificarnos, sino para reafirmar que la vocación más profunda del Partido Demócrata Cristiano chileno ha sido y debe seguir siendo la defensa de los valores de la democracia. 
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			Capítulo I 




			 




			CHILE EN LA DÉCADA DE LOS SESENTA 




			 




			1. ANTECEDENTES GENERALES 




			 




			Al finalizar los años cincuenta, para cualquier observador perspicaz y para todo chileno inquieto por el porvenir patrio, era evidente que Chile atravesaba por una etapa de profundos desajustes que lo abocaba a un proceso de cambios inminentes. Todos los diagnósticos serios coincidían en ello: mientras Aníbal Pinto hablaba de «Chile, un caso de desarrollo frustrado»,1 Jorge Ahumada calificaba al fenómeno de «crisis integral de Chile».2 




			Aunque después de Brasil, Argentina y México, nuestro país seguía siendo el más desarrollado en el contexto latinoamericano y en varios aspectos aventajaba aún a esas naciones, lo cierto es que ya Venezuela y Colombia lo habían sobrepasado en ingreso por habitante y su progreso no respondía a las necesidades de su población ni a la imagen que el pueblo chileno tenía de sí mismo. 




			El chileno medio opinante nutría su patriotismo de una sencilla admiración por los logros de la historia nacional. El valor y el desinterés de O’Higgins, la romántica audacia de los hermanos Carrera y de Manuel Rodríguez, el carácter y realismo de Portales, la sobriedad de los antiguos gobernantes y el heroísmo de Prat le parecían ejemplos incorporados a las tradiciones patrias. Estaba orgulloso de nuestras instituciones republicanas y democráticas, del prestigio de nuestra enseñanza media y de las universidades chilenas, de la marcialidad y profesionalismo de nuestras Fuerzas Armadas, de la independencia y rectitud de nuestro poder judicial, de la calidad de nuestros profesionales, del carácter progresista de nuestra legislación social —«de las más avanzadas del mundo»—, del espíritu aventurero y corajudo del «roto chileno». Le gustaba que se nos llamara «los ingleses de Sudamérica». Creía sinceramente que la mujer chilena es la más hermosa y que nuestras frutas, nuestros vinos y nuestros poetas son los mejores del mundo. 




			Pero esa autosatisfacción no se condecía con las dificultades del diario vivir, lo que llevaba a muchos a pensar en una «decadencia nacional» y añorar las glorias del pasado, y a otros, a proclamar la necesidad de cambios «revolucionarios». 




			Lo cierto es que desde la crisis mundial de 1930, que golpeó a Chile con violencia desproporcionada,3 el crecimiento del país se hacía cada vez más lento y dificultoso, mientras se ahondaba el abismo entre los requerimientos siempre mayores de su pueblo y la capacidad para satisfacerlos. 




			En esos treinta años, la población de Chile había aumentado de poco más de cuatro millones de habitantes a más de siete millones y medio, pero, aunque la producción de bienes y servicios había crecido en ese lapso alrededor del veinticinco por ciento, el deterioro sufrido por los precios de las exportaciones en relación con las importaciones había provocado un descenso del ingreso real por habitante.4 




			Casi un tercio de la población vivía en el sector rural, donde imperaba todavía un régimen con características feudales: concentración del dominio de la mejor tierra en pocas manos,5 niveles de vida de la masa campesina —tanto asalariados como minifundistas— francamente primitivos y régimen de convivencia o relaciones sociales de notorio carácter paternalista. 




			Otro gran sector de nuestro pueblo —alrededor de un veinte por ciento— vivía en la periferia de las ciudades, especialmente de las más grandes, constituyendo las poblaciones llamadas «callampas», que cada año crecían y se multiplicaban por la incorporación de nuevos contingentes, sobre todo de campesinos. Generalmente carecían de urbanización y de los servicios más elementales, habitaban en chozas miserables y llevaban una vida más difícil que la del campo, pues ni la naciente industria tenía capacidad para ofrecerles ocupaciones estables ni ellos tenían la preparación necesaria para trabajos especializados. Debían contentarse con labores mal pagadas de jornaleros —en la construcción de obras públicas o de viviendas— o con realizar pequeños comercios, servicios domésticos o trabajos esporádicos y cambiantes. 




			En contraste con estos vastos grupos sociales de «campesinos» y «pobladores» marginales, una «clase alta» minoritaria, formada principalmente por empresarios y profesionales destacados, mantenía un nivel de vida semejante al de las capas superiores de sociedades altamente desarrolladas. Su signo común era la riqueza, aunque sus fortunas fueran modestas en comparación a las de otros países del continente. 




			Mucho más numerosa, aunque menos homogénea, era «la clase media», amplio sector en constante crecimiento, integrado por profesionales universitarios, escritores y artistas –la vanguardia intelectual del país—, por medianos y pequeños empresarios —agricultores, mineros, industriales y comerciantes—, por empleados públicos y particulares —asalariados de «cuello y corbata»— y por oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros. Aunque con caracteres culturales heterogéneos y escasas relaciones entre sí, estos variados grupos se identificaban por su relativa estabilidad económica dentro de niveles de vida más o menos modestos pero dignos, su tendencia al progreso dentro del orden, su acentuado individualismo y su frecuente afán «arribista» de escalar a niveles sociales superiores. 




			Colindante con la «clase media», se había formado y adquirido carácter en los últimos decenios el «proletariado industrial», sector también en constante aumento a medida que se desarrollaba la economía nacional, constituido por los obreros sindicalizados de la industria, de la gran minería y de las empresas o servicios del Estado. 




			Mientras la clase alta, la clase media y el proletariado industrial participaban activamente en la vida nacional y disponían de organizaciones más o menos importantes y de medios de comunicación para hacer valer sus respectivos intereses, el sector campesino y el subproletariado urbano estaban, de hecho, marginados hasta de la posibilidad de hacerse oír. 




			Entre aquellos sectores activos, la participación de cada cual se orientaba más hacia el aumento de su respectiva influencia que hacia un objetivo común de desarrollo colectivo. Desde hacía años y en forma cada vez más notoria, los chilenos nos empeñábamos más en mejorar nuestra participación relativa que en hacer crecer el país. Chile vivía en una lucha incesante en que la tarea común de aumentar la producción era olvidada y a la que se prefería el afán de cada sector de mejorar su cuota en la distribución del ingreso. 




			En esa lucha, la clase media —primero— y el proletariado industrial —en seguida— habían logrado sin duda importantes avances, especialmente a partir de 1920, pero la sensación de ser víctima de un orden social injusto cundía en la inmensa mayoría de la población nacional. 




			Objetivamente, la distribución del ingreso era muy desigual. Alrededor del cincuenta por ciento ganaba menos de un sueldo vital y recibía, en conjunto, el doce por ciento del ingreso. Otro treinta por ciento de los ocupados ganaban entre uno y dos sueldos vitales y, en conjunto, percibían un veinte por ciento del ingreso. Al otro extremo, menos de un uno por ciento de los ocupados ganaban más de diez sueldos vitales y recibían, en total, el treinta por ciento del ingreso.6 




			Tanta desproporción en los ingresos tenía que manifestarse, obligadamente, en todos los aspectos de la vida colectiva. Algunas de sus consecuencias más notorias eran la falta de viviendas, calculada en cerca de cuatrocientas mil;7 la mortalidad infantil, que llegaba a 122 niños menores de un año por cada mil nacidos;8 y la incapacidad del país para educar a sus niños y jóvenes. Del total de habitantes entre cinco y diecinueve años de edad, solo el cincuenta y cinco por ciento asistía regularmente a algún establecimiento educacional9 y, si bien noventa de cada cien niños en edad escolar se incorporaba a la escuela primaria, solo treinta y tres de ellos completaban sus seis años, menos de la mitad de estos seguía estudios secundarios o especiales y apenas un 1,6 por ciento de toda la población chilena llegaba a la universidad.10 




			Pero el síntoma más ostensible de la crisis económico-social por la que atravesaba el país era la inflación crónica y creciente que padecía. Mientras en los años treinta ella había sido de un ocho por ciento promedio anual, en los años cuarenta dicho promedio había aumentado al 17,9 por ciento, y en los años cincuenta, al 38,7 por ciento.11 




			El fenómeno afligía a las dueñas de casa, especialmente a las más pobres, por el alza constante del costo de la vida; causaba problemas de financiamiento, reposición de equipos y determinación de costos a los empresarios; preocupaba a los gobernantes y a los estudiosos y estaba constantemente en el orden del día del debate nacional; pero el país no parecía tener cabal conciencia de su gravedad. Cada cual trataba de arreglarse por su cuenta, sobre la base de descargar sus consecuencias en el prójimo: el productor, alzando los precios; el trabajador, exigiendo aumentos de remuneraciones; y el que podía, especulando. 




			Esta lucha, que no era solo entre patrones y asalariados, sino también entre los diversos sectores económicos —agricultura, minería, industria, comercio y servicios—, llegando a convertirse en una pugna de todos contra todos, rara vez adquiría caracteres violentos o siquiera disonantes; más bien, tendía a institucionalizarse. Los reajustes periódicos de sueldos y salarios se alternaban con también periódicas alzas de precios, todo ello conforme a normas legales y a decisiones gubernativas que intentaban encauzar la marea inflacionaria. De tarde en tarde, un paro de la locomoción colectiva, una prolongada huelga del cobre o un estallido excepcional de desorden callejero —como el que ocurrió en abril de 1957— era como un toque de alarma que luego se olvidaba. 




			 




			2. EVOLUCIÓN POLÍTICO-INSTITUCIONAL 




			 




			Chile es un país legalista, inclinado a buscar en la ley la solución a sus problemas y a confiar en lograrla por ese medio. Desde los inicios de la República, los chilenos nos caracterizamos por nuestro apego al derecho y la consiguiente tendencia a regir las relaciones sociales y solucionar los conflictos por cauces jurídicos. Tal vez por eso, tan pronto logró su independencia, Chile procuró constituirse en Estado de derecho y, después de algunos años de búsqueda, ya en 1833 llegó a darse un régimen político constitucional sólido y estable, que procuraba conciliar la autoridad con la libertad sobre la base de los principios de soberanía del pueblo, elección popular de los gobernantes, separación de los poderes del Estado y respeto a los derechos de la persona. 




			Salvo el periodo entre 1891 y 1925, en que se practicó un sistema parlamentario, nuestra república democrática se estructuró como régimen presidencial, implícitamente establecido por la Constitución de 1833 y reafirmado de manera expresa y categórica en la Carta reformada de 1925. 




			Hacia 1960, poco más de un millón y medio de chilenos, es decir, alrededor del cincuenta por ciento de la población mayor de veintiún años, participaba en los comicios para elegir presidente de la República, senadores, diputados y regidores. Dicho electorado respondía a las orientaciones de diversos partidos políticos. En esa época eran claramente distinguibles tres grandes corrientes: una, de derecha, constituida por los partidos Liberal y Conservador; otra, de izquierda marxista, formada por los partidos Socialista y Comunista; y los sectores que podrían denominarse de centro —aunque rehuyeran esa denominación—, agrupados fundamentalmente en los partidos Radical y Demócrata Cristiano. 




			Durante los treinta años anteriores, prácticamente todas esas tendencias habían participado en el gobierno. 




			Después del periodo de Arturo Alessandri Palma, que gobernó con la derecha entre 1932 y 1938, vino el triunfo del Frente Popular en las elecciones de 1938, integrado por radicales, socialistas, comunistas y otros grupos menores. 




			Con el presidente Pedro Aguirre Cerda se inició entonces el periodo de los gobiernos radicales, completado por sus sucesores Juan Antonio Ríos Morales y Gabriel González Videla, que promovieron el proceso de industrialización del país e importantes ascensos de la clase media y del proletariado industrial. Fueron gobiernos de tendencia «radical-socialista», pero el último de ellos, iniciado con participación de comunistas, socialistas y liberales, al poco tiempo rompió con los primeros y los proscribió de la vida política mediante la ley llamada de Defensa de la Democracia.12 Desde entonces, González Videla continuó gobernando con radicales, liberales, conservadores y un pequeño sector socialista, con una política de acentuada tendencia derechista («gobierno de concentración nacional»), para terminar su periodo con una efímera combinación de radicales y socialcristianos («gobierno de sensibilidad social»). 




			En 1952, la candidatura presidencial independiente del general Ibáñez, exdictador entre 1927 y 1931, provocó un terremoto político al ganar ampliamente a sus competidores. Destacando su personalidad de «hombre de carácter» y «sin compromisos», denunciando la «politiquería», esgrimiendo la bandera de la «honestidad» simbolizada en una escoba para «limpiar» el país y ofreciendo un gobierno «fuerte y popular» a la vez, con el apoyo de una abigarrada multitud de descontentos de todas las categorías en que sectores socialistas y nacionalistas hacían cabeza, el «general de la esperanza» llegó al poder desplazando a todas las fuerzas políticas y obtuvo, en la inmediata elección parlamentaria de marzo de 1953, una holgada —aunque heterogénea e inexperta— mayoría en la Cámara de Diputados. 




			Pero las esperanzas se desvanecieron pronto: luego de un comienzo prometedor, el gobierno se vio afectado por las contradicciones entre sus partidarios y por el agravamiento del proceso inflacionista, que generó una fuerte presión social expresada en las huelgas generales de 1954 y 1955, de modo que terminaron sometiendo su gestión a la influencia rectora de la derecha, aunque esa no fuera la inclinación personal del presidente. 




			Como saldo a su favor, el gobierno del general Ibáñez dejó la ley de salario mínimo campesino, la creación del Banco del Estado, la derogación de la ley de Defensa de la Democracia, una reforma a la legislación electoral que hizo obligatoria la inscripción en los registros electorales (lo que permitió ampliar considerablemente la participación electoral) y el establecimiento de la cédula única para terminar definitivamente con el cohecho, medidas que le permitieron reivindicarse de su antigua fama de «dictador». 




			Las elecciones presidenciales de 1958 estuvieron antecedidas por una serie de hechos políticos relevantes que permitieron el renacer de los partidos y su reagrupamiento, dando origen a un escenario político dividido en tres tercios claramente definidos: una derecha que reunía preferentemente a liberales y conservadores; una izquierda unida en el Frente de Acción Popular (FRAP), donde convivían comunistas —aún en la clandestinidad— y socialistas; y un centro, conformado por un debilitado Partido Radical y un recién nacido Partido Demócrata Cristiano (PDC), heredero de la Falange Nacional. 




			La elección se planteó entre cuatro candidaturas de clara definición política: Jorge Alessandri por los liberales y conservadores, Salvador Allende por los socialistas y comunistas (estos últimos ya reincorporados legalmente a la vida cívica), Luis Bossay por los radicales y Eduardo Frei por los democratacristianos. Triunfó el primero, con 387297 votos (31,2 por ciento de los sufragantes), por estrecho margen sobre Allende, quien obtuvo 352915 votos (28,6 por ciento). Frei logró 252168 votos (20,5 por ciento) y Bossay, 190832 votos (15,2 por ciento). Un quinto candidato, el independiente Antonio Zamorano, conocido como «el cura de Catapilco», obtuvo 41268 votos (3,3 por ciento). Llamado a definir el Congreso Pleno, por no haber obtenido mayoría absoluta ninguno de los candidatos, Alessandri fue elegido presidente de la República con los votos de liberales, conservadores, democratacristianos y radicales. 




			El programa presidencial de Alessandri expresaba sus profundas convicciones: proponía «poner orden» en las finanzas públicas, terminar con la inflación y establecer una economía de libre mercado. En sus muchos años como presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio, la más importante organización gremial de los empresarios chilenos, el antiguo dirigente empresarial había sostenido reiteradamente que las verdaderas causas de los males de Chile se encontraban en tres hechos, todos ellos —a su juicio— expresión de «la politiquería»: las elevadas remuneraciones de los asalariados, que habían logrado niveles superiores a los que permitía la capacidad económica del país y de sus respectivas empresas, impidiendo a estas capitalizar; los excesivos gastos del Estado y consiguientes déficits fiscales; y la exagerada intervención gubernativa en la vida económica. En conformidad con este diagnóstico, postulaba como indispensable, bajo el signo de la «austeridad», una política de congelación de remuneraciones, disminución de gastos fiscales y estímulo a la iniciativa privada.13 




			A poco de constituirse el gobierno de Alessandri, la Democracia Cristiana propuso al Partido Radical (PR) formar una combinación política de centro que, uniendo a los sectores que habían votado por Bossay y por Frei, pudiera convertirse en el árbitro de la conducción nacional y obligar al gobierno derechista a emprender las más urgentes reformas que ambas colectividades habían planteado como ineludibles en la última campaña electoral y que la mayoría de los chilenos reclamaba. La directiva radical de la época, presidida por el senador Humberto Aguirre Doolan, prefirió, sin embargo, entenderse con la derecha. Un distinguido militante del PR ocupó la vacante de Alessandri en el Senado con el apoyo electoral de liberales y conservadores, iniciándose así una colaboración que se oficializó, dos años y medio después, mediante el ingreso del Partido Radical al gobierno. 




			Aunque la política propuesta por el gobierno de Alessandri y los planteamientos en que se fundaba no correspondían a las inclinaciones de la mayoría del país, el Parlamento dotó al nuevo gobierno de facultades extraordinarias para realizar sus propósitos. Pero al cabo de dos años, como consecuencia de factores exteriores, la presión social y por efecto del terremoto de 1960, esa política demostró ser un fracaso. 




			Para entonces, era cada vez mayor la propensión popular hacia los cambios profundos. Se trataba de un fenómeno más o menos general en América Latina, fruto del despertar de la conciencia de sus pueblos sobre su penosa realidad. A ello habían contribuido la Revolución cubana, los planteamientos del presidente norteamericano John F. Kennedy, que inspiraron la Alianza para el Progreso, y la posición de la Iglesia católica, que en septiembre de 1962 exhortó a todos los cristianos a «cambiar con la mayor rapidez posible la realidad nacional para que Chile sea patria de todos los chilenos por igual».14 




			Al promediar su periodo, el gobierno de Alessandri entró por el camino de abordar algunas de las grandes reformas estructurales que el país requería: la reforma tributaria y la reforma agraria. Lo hizo, sin embargo, a contrapelo, más preocupado de precaver los peligros que estas reformas pudieran entrañar para el orden establecido que de ir al fondo de los problemas que aquejaban a nuestro país. El resultado fue que, lejos de producirse un aglutinamiento nacional en torno a esas reformas, la presión por los cambios y la división entre los chilenos se agudizaron. 




			Al aproximarse las elecciones presidenciales, las fuerzas políticas se estructuraron nuevamente bajo el esquema de los tres tercios: el FRAP, que agrupaba a socialistas, comunistas y otros grupos menores, proclamó una vez más a Salvador Allende; el Partido Demócrata Cristiano, que había desplazado al Radical de su condición de primera fuerza política del país y contaba además con las simpatías de importantes sectores independientes, ungió a Eduardo Frei; y la derecha, que aparecía sin ideas nuevas, sin cabeza y a la defensiva, buscó su salvavidas en el Partido Radical, formando con este el llamado Frente Democrático, que designó al senador radical Julio Durán como su candidato a la presidencia de la República. 




			Una elección complementaria producida a comienzos de 1964, pocos meses antes de la presidencial, puso en evidencia las reales posibilidades del FRAP: su candidato derrotó a los postulantes de los otros dos sectores en una provincia tradicionalmente derechista. Ante este resultado, liberales y conservadores decidieron apoyar sin compromisos la candidatura de Eduardo Frei para así hacer frente a la «amenaza marxista», en lo que consideraban una elección entre democracia y comunismo. El Partido Radical mantuvo su candidatura. 




			En septiembre de 1964, Eduardo Frei fue elegido presidente de la República con el voto de la mayoría absoluta de los sufragantes. Obtuvo 1409012 votos (55,7 por ciento) contra 979902 de Allende (38,6 por ciento) y 125233 de Julio Durán (4,9 por ciento). Era el triunfo de quienes veían en esta candidatura una alternativa a las fuerzas de derecha y de izquierda. 




			 




			3. LA REVOLUCIÓN EN LIBERTAD 




			 




			El programa de gobierno del presidente Frei fue fruto de los estudios de varios equipos —numerosos y calificados— de profesionales y técnicos democratacristianos e independientes reunidos en el Centro Coordinador del Programa (CECOP), conducido por Jorge Ahumada y Joaquín Undurraga, que, recogiendo principalmente las ideas del primero en su obra La crisis integral de Chile, elaboraron una estrategia para superarla.15 




			Se trataba de enfrentar globalmente la crisis integral que había en el país, atacando derechamente sus principales causas: en lo económico, el lento crecimiento, la inflación crónica, la dependencia del exterior y la desigual distribución del ingreso; en lo social, la desocupación, las remuneraciones insuficientes, la falta de viviendas, de escuelas, de atención médica, etc.; en lo político, la insuficiencia de las estructuras tradicionales para dar expresión a todo el pueblo, fundamentalmente por falta de participación de grandes sectores y de verdadera representatividad de los cuadros directivos; y en lo cultural, la falta de solidaridad e incapacidad del país para formular una ideología nacional, coherente, eficaz y generalmente compartida. 




			Con este fin, se concibió un ambicioso plan en que las reformas estructurales se combinaban con las medidas de emergencia para llenar graves e insuperables déficits vitales y para movilizar a los chilenos en un gran esfuerzo nacional. 




			Se trataba, simultáneamente, de incorporar como miembros activos de la comunidad nacional a los sectores marginales —campesinos y subproletariado urbano— y de aprovechar al máximo la capacidad productiva de los sectores hasta entonces dinámicos, especialmente empresariales; de modificar en forma sustancial las estructuras agrarias del país y aumentar de inmediato la producción de alimentos; de contener la inflación, reducir la desocupación y redistribuir los ingresos en beneficio de los asalariados; de recuperar para Chile el control y dominio de sus riquezas básicas, especialmente el cobre, y de conseguir los créditos, inversiones y tecnología indispensables para aumentar su producción, desarrollar la industria nacional e incrementar sustancialmente la capacidad exportadora del país; de conquistar la máxima independencia en el plano internacional y de conservar buenas relaciones con Estados Unidos y demás países occidentales tradicionalmente amigos de Chile. 






			Para alcanzar estos objetivos, aparentemente incompatibles unos con otros, el programa contemplaba una bien coordinada política de cambio social con desarrollo económico, dentro de un régimen de libertad, cuyas tareas fundamentales eran la organización del pueblo para promover su participación en la solución de sus problemas comunes y en la vida económica y cívica del país; una reforma constitucional para hacer más democráticas y eficientes las estructuras institucionales del Estado chileno; una reforma educacional que diese educación básica a todos los niños de Chile y abriese las puertas de la educación media, especial y superior a todos los que tuvieran aptitudes; una reforma agraria para incorporar cien mil campesinos a la propiedad de la tierra y producir todos los alimentos que el país necesitaba; y un plan de vivienda para proporcionar casa decente a trescientas mil familias en seis años. 




			El programa contemplaba también la «chilenización» del cobre y duplicación de su producción; el desarrollo industrial orientado hacia rubros básicos como la siderurgia, petroquímica, metalmecánica, celulosa, automotriz y electrónica; la contención progresiva de la inflación en cuatro años; el alza substancial de las remuneraciones de los trabajadores, en especial a los de más bajos ingresos; y la integración económica latinoamericana. 




			Por la trascendencia de las transformaciones que se proyectaban y por la decisión de realizarlas dentro del juego democrático, el cumplimiento del programa suponía un fuerte grado de apoyo colectivo, capaz de movilizar activamente a la comunidad nacional. 




			Sin embargo, tras ser elegido con una holgada mayoría, prontamente el presidente Frei y su gobierno debieron hacer frente a una oposición dura e intransigente. Rompiendo con nuestra tradición republicana, Salvador Allende no felicitó al recién electo mandatario y tampoco reconoció públicamente su triunfo, responsabilizándolo por no haber impedido la denominada «campaña del terror» impulsada desde la derecha en su contra. Por su parte, los parlamentarios del FRAP, en una actitud bochornosa, se negaron a asistir a la sesión del Congreso Pleno en que debía jurar el nuevo presidente, hecho que obligó a postergar la ceremonia para el día siguiente. 




			En diciembre de 1964 el Partido Socialista declaró estar «en la oposición más irreductible e indivisible al señor Frei», fundamentando esta actitud en su «concepción de clase para enfocar el fenómeno de la Democracia Cristiana». Acusó a nuestro partido de representar «cabalmente los intereses de la burguesía y del imperialismo», expresando que «la DC de hoy es la derecha de ayer» (lo que históricamente no era cierto) y anunció su decisión de «denunciar despiadadamente todas y cada una de las acciones de este gobierno, desnudando ante la masa su verdadero e intrínseco significado reaccionario».16 




			Por su parte, la derecha, desde el momento mismo en que el gobierno de Frei demostró que su programa de reformas económico-sociales iba en serio y que no se trataba de simples promesas electorales, se situó también en beligerante posición. Los mismos que meses antes ofrecían «la mitad de su fortuna» a cambio de librar al país del «peligro comunista», pusieron el grito en el cielo y se rasgaron las vestiduras en defensa del derecho de propiedad, que consideraron amenazado por las iniciativas del gobierno de establecer un impuesto al patrimonio y de llevar adelante la reforma agraria que había prometido al país. 




			En cuanto al Partido Radical, definió su postura como de independencia y expresó, a través de su derrotado candidato presidencial, que «haciendo honor a sus tradiciones, le haría una oposición democrática» al gobierno democratacristiano. En el seno de esta colectividad había ostensibles tendencias contrapuestas: algunos se identificaban cada vez más con la derecha; otros procuraban acercarse a la izquierda con la esperanza de encabezar una alternativa más avanzada, de tendencia socialista, a la «Revolución en Libertad» de Eduardo Frei; solo unos pocos parecían dispuestos a conciliar con el gobierno democratacristiano. Esta división interna tendría graves consecuencias para el radicalismo. 




			Aunque en las elecciones parlamentarias de marzo de 1965 el Partido Demócrata Cristiano logró un triunfo categórico que le aseguró la mayoría en la Cámara de Diputados, en el Senado —que se renovó parcialmente— solo quedó con doce de cuarenta y cinco senadores, lo que dejó al gobierno a merced de los partidos de oposición para despachar las leyes que necesitaba a fin de llevar adelante su programa. 




			Así y todo, presionando ante la opinión pública y negociando con unos y otros, tras prolongadas y agotadoras gestiones, el gobierno logró sacar adelante, aunque en forma mutilada o parcial, varios de sus proyectos: impuesto patrimonial, chilenización del cobre, sindicalización campesina, reforma constitucional sobre derecho de propiedad, reforma agraria, juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, nacionalización de la Compañía Chilena de Electricidad, planificación nacional, fomento a las exportaciones, medicina curativa, accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, revalorización de pensiones, guarderías infantiles y otros de menor importancia. Cada uno de ellos, lo mismo que las leyes anuales de presupuesto y las de reajustes de sueldos y salarios, generaron verdaderas batallas políticas en el Parlamento, en los medios de comunicación de masas y en los sectores sociales afectados o comprometidos, con el consiguiente desgaste y pérdida de tiempo. El proyecto de reforma constitucional para perfeccionar las instituciones del Estado, que establecía el plebiscito y creaba el Consejo Económico-Social, lo presentamos en diciembre de 1964, siendo rechazado tanto por la derecha como por la izquierda marxista. Solo al final del periodo, en 1969, logramos que se aprobara una parte, pero con la condición de que empezara a regir después de terminado el gobierno de Frei. 




			Paralelamente a la tramitación de estas leyes, se impulsaron por la vía administrativa diversas iniciativas destinadas a ejecutar los planes de desarrollo social y económico. 




			La política de chilenización del cobre, calificada por Frei como «la viga maestra de la economía chilena», significó simultáneamente obtener inversiones por más de setecientos millones de dólares para duplicar la capacidad de producción de cobre del país y casi triplicar su capacidad de refinación; adquirir para el Estado chileno la mayoría del capital de las más grandes empresas cupríferas y reservarle la opción para obtener el dominio total de algunas de ellas en condiciones y plazos convenidos; y radicar en el Estado, a través de la Corporación Nacional del Cobre, la dirección y control de la comercialización de este mineral en el mercado internacional. Para estos efectos, Chile se concertó con los otros grandes exportadores del mismo metal, Perú, Congo y Zambia, con quienes constituyó el Consejo Intergubernamental de Países Exportadores de Cobre (CIPEC). 




			Por su parte, la reforma agraria, en un comienzo llevada adelante de acuerdo a las normas restrictivas de la ley dictada en el gobierno anterior y, desde mediados de 1967, conforme a las disposiciones de una nueva ley que el gobierno logró que fuera aprobada por el Congreso, puso fin al latifundio, cambió la vida de los campesinos al confiar en su capacidad de hacer producir la tierra y progresar y, con el esfuerzo de ellos y el respaldo del Estado, logró aumentar la producción agrícola nacional.17 




			La concreción del Pacto Andino con Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, al que más tarde adhirió Venezuela, importó un paso decisivo en el progreso de la integración latinoamericana para ampliar los mercados en términos de hacer posible el desarrollo industrial y para ir afianzando en bases concretas la independencia económica nacional. 




			Nada de esto mereció el menor reconocimiento de la oposición. Por el contrario, la derecha, la izquierda y el Partido Radical, balanceándose entre una y otra, negaron toda colaboración al gobierno, se alinearon en sus acusaciones de prepotencia y sectarismo contra el partido único de gobierno y, a pesar de la plena libertad que imperaba en el país, se rasgaron las vestiduras ante el supuesto peligro de fascismo que denunciaban en la acción gubernativa. 




			Después de la elección parlamentaria de 1965, la vieja derecha chilena, republicana y constitucionalista prácticamente desapareció. Los partidos Liberal y Conservador disminuyeron drásticamente su representación política, logrando entre ambos el respaldo del 12,5 por ciento de la ciudadanía. Al año siguiente, en marzo de 1966, se fusionaron en uno nuevo: el Partido Nacional, en el que pasaron a tener preponderante influencia los sectores más vinculados al mundo mercantil y un grupo de reconocida inclinación nacionalista y autoritaria. Para ellos y quienes los seguían, las transformaciones emprendidas, ya no solo desde el Estado, sino por la comunidad misma a través de la participación activa, tenían un carácter socialista. 




			Pero sin duda, la reforma al artículo 10 de la Constitución Política del Estado sobre el derecho a la propiedad que permitía profundizar el proceso de la reforma agraria y su aplicación, fue entendida como un golpe intolerable y mortal, ante el cual reaccionaron con la instintiva furia de un animal herido. De ahí nació su animadversión contra la Democracia Cristiana, que con tanto encono se puso en evidencia desde entonces.18 




			Sintiéndose amagada en sus privilegios y sin atreverse a defenderlos directamente, la derecha se agazapó tras la clase media, que veía con reticencia la agitación política y la movilización social, halagándola, presentándola como víctima de la política populista del régimen, incentivando su egoísmo y alzando la bandera de su defensa, táctica que le dio buenos dividendos y le permitió rehacerse como fuerza política, logrando una recuperación importante en las elecciones parlamentarias de 1969, eligiendo treinta y tres diputados y cinco senadores. 




			Por su parte, el Partido Socialista y el Partido Comunista, para quienes el éxito de la revolución en libertad amenazaba sus expectativas de alcanzar el poder a que aspiraban, no trepidaron en medios para obstaculizar y desprestigiar el régimen democratacristiano. Los convenios para la chilenización del cobre fueron denunciados como actos de entrega al imperialismo norteamericano, y casi todo el esfuerzo de desarrollo industrial fue tildado de robustecer al capitalismo y la penetración extranjera. Junto con ello, socialistas y comunistas ejercieron toda su influencia en el mundo laboral para movilizar contra este a las organizaciones sindicales. Aunque los reajustes de sueldos y salarios en el mismo porcentaje que el alza del costo de la vida eran la meta oficial reclamada por los dirigentes comunistas y socialistas de la Central Única de Trabajadores (CUT) al gobierno precedente, el otorgamiento por la administración Frei de esos reajustes, mejorados aun con mayores porcentajes para las remuneraciones más bajas, fue de inmediato vituperado como insuficiente por la misma directiva de la CUT. Y la presión sindical, expresada en múltiples pliegos de peticiones y repetidas huelgas —que no se habían ejercido contra el gobierno derechista—, se desencadenó, exagerada e intransigente, contra el gobierno de la Democracia Cristiana, logrando en definitiva quebrar las bases de su política antiinflacionista y hacerla fracasar. 




			En cuanto al Partido Radical, dividido en dos sectores, uno de izquierda y otro de derecha, perdió las condiciones que le habrían permitido desempeñar con éxito el papel de árbitro de la disputa política. Aunque por su doctrina y composición social debió coincidir con las líneas fundamentales de la acción gubernativa, cada fracción prefirió rivalizar en su actitud opositora y se fue identificando más y más con su correspondiente extremo: unos, con el Partido Nacional; otros, con el FRAP. Así quedó de manifiesto cuando, a fines de 1966, el sector de izquierda dio sus votos para elegir presidente del Senado al líder socialista Salvador Allende. 




			Dos fenómenos, uno interno y otro externo, contribuyeron a agravar las dificultades. Por una parte, la «revolución de las expectativas», suscitada por la redistribución de ingresos, la organización del pueblo y el auge extraordinario de la comunicación social, al abrir las puertas de mayor consumo y de nuevas posibilidades a muy vastos sectores, generó una pugna por mejorar las condiciones de vida, en la que todos los sectores sociales se vieron comprometidos en mayor o menor grado. 




			El fenómeno externo tuvo que ver con la «rebeldía juvenil» desencadenada en el mundo occidental durante la segunda mitad de los años sesenta, que, inspirándose en la filosofía de Herbert Marcuse, siguiendo el ejemplo de Ernesto Che Guevara y afirmando «el poder joven», provocó un clima de desorden y violencia tanto en Europa como en Estados Unidos, especialmente en los ámbitos universitarios, que encontró en América Latina un ambiente propicio para manifestarse. 




			En agosto de 1967, la primera conferencia de la Organización Latinoamericana de Solidaridad (OLAS), financiada y promovida por la Unión Soviética, se reunió en La Habana, proclamando que «la forma fundamental de ejercer la solidaridad es el desarrollo de la lucha revolucionaria en el seno de cada país y esa solidaridad debe culminar activamente en la forma esencial para alcanzar la toma del poder: la lucha armada», para lo cual debía apelarse a todos los medios que garantizaran el desarrollo de esa lucha, entre ellos «la protesta combativa, los paros, las huelgas, las manifestaciones, las marchas y diversas acciones enérgicas y populares».19 




			Allende fue elegido presidente de esa organización y su partido, el Socialista, no perdió oportunidad para aplicar en Chile dichas consignas, estimular la violencia y denunciar como «represión reaccionaria» las acciones del gobierno de Frei para mantener el orden y sancionar los excesos. Aparecieron también movimientos extremistas, como el Partido Comunista Revolucionario, el Movimiento Espartaco, ambos de tendencia maoísta, y la VOP, entre otros, produciéndose las primeras manifestaciones de violencia del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), organización extremista y clandestina, crítica de la Unión Soviética y cercana a las tesis de La Habana, siendo por tanto más proclive a la guerrilla. 




			Los dos fenómenos que se han señalado hicieron que las reivindicaciones se multiplicaran, provocando una creciente presión social. Cada grupo o sector tenía algo que demandar: el que había avanzado dos pasos, lo consideraba poco y exigía el doble; el que no lo había hecho, se sentía postergado y reclamaba otro tanto. Y si esas demandas no eran de inmediato satisfechas, se pretendía imponerlas mediante la acción directa. Huelgas ilegales, desfiles callejeros, tomas u ocupaciones de terrenos, industrias, locales universitarios y escolares, oficinas públicas y hasta de la catedral de Santiago, pasaron a ser formas de lucha a través de las cuales trabajadores, pobladores y estudiantes ejercían su «poder». 




			Incluso los jueces, que no respetaron el acuerdo de un veinte por ciento de aumento en sus remuneraciones, exigiendo un sesenta por ciento, se declararon en huelga. Más preocupante aún fue lo ocurrido en octubre de 1969, cuando el regimiento Tacna de Santiago, encabezado por el general Roberto Viaux, se acuarteló en un motín sedicioso que fue calificado como un acto de reivindicación profesional en demanda de mejores remuneraciones y equipamiento para las Fuerzas Armadas. Esta actitud contó con el indisimulado apoyo de sectores de derecha. 




			Por entonces, yo me hallaba en Estados Unidos, presidiendo la delegación de Chile ante la Asamblea General de Naciones Unidas. Pasados algunos días, me llamó el embajador de Chile, Domingo Santa María, para informarme de que tenía antecedentes sobre la sublevación del Tacna. Viajé desde Nueva York a Washington y fui a cenar a la embajada. Terminada la comida, cerca de las once de la noche, llegaron Agustín Edwards, dueño de El Mercurio, medio que representaba los intereses de la derecha, y el subsecretario de Estado para América Latina, Charles Meyer. La conversación se prolongó hasta cerca de las tres de la madrugada. Para mí fue claro que había una franca concomitancia entre el gobierno norteamericano y la derecha chilena. Ambos buscaban terminar de una vez con la posibilidad de que la izquierda llegara al poder en nuestro país. 




			La actitud obstruccionista de la oposición llegó a un punto de inflexión cuando, a comienzos de 1967, el Senado negó la autorización constitucional al presidente de la República para que viajara a Estados Unidos en visita oficial accediendo a una invitación del mandatario de ese país. 




			A partir de ese momento, la Democracia Cristiana y su gobierno fueron experimentando una progresiva mella. Por una parte, las posibilidades de constituir alianzas o conquistar aliados en un cuadro político que se caracterizaba por la existencia de proyectos excluyentes, a lo que se agregaba la actitud de autosuficiencia y autocomplacencia de muchos democratacristianos, dificultaba superar su situación de gobierno unipartidista. Solo logró aliarse con un pequeño partido de centroizquierda: el Democrático Nacional (Padena). Por otra, al interior de nuestro partido fueron surgiendo desacuerdos y recriminaciones que se hicieron públicas, lo que debilitó la mística de sus seguidores y su ascendiente sobre el pueblo. Quienes ansiaban y esperaban transformaciones rápidas y radicales se sentían desilusionados al ver «mucha libertad y poca revolución», adoptando actitudes de rebeldía en demanda de mayor profundidad y eficacia revolucionaria. 




			Entre nosotros, nadie desconocía lo mucho que el gobierno había hecho y que los sectores populares habían mejorado sus condiciones de vida, no se visualizaba claramente la relación entre el programa que se estaba cumpliendo y las concepciones ideológicas sobre el modelo de sociedad a que la Democracia Cristiana aspiraba. 




			En julio de 1965 asumí la presidencia nacional del partido. Para afrontar el difícil escenario, propuse que lo fundamental era poner al PDC «en forma», entendiendo con ello la recuperación de la fe en las ideas y valores falangistas, la organización del partido y la identificación y el cumplimiento del programa tal cual había sido acordado y propuesto al pueblo, ni menos ni más de lo que se prometió. Pero para muchos, la duda ya estaba instalada: ¿conduciría ese programa a construir una sociedad comunitaria o solo lograría algún desarrollo nacional hacia una sociedad de consumo y al precio de robustecer las estructuras capitalistas? 




			En abril de 1967, se reunió el consejo nacional del partido, donde los sectores más rebeldes impusieron sus planteamientos en la agenda política y propusieron constituir una comisión político-técnica que en sesenta días debía elaborar un informe con propuestas concretas para el periodo 1967-1970.20 




			A mediados de julio de ese año el informe fue presentado en la junta nacional. En él se proponía, entre otras materias, que «más que hacer un buen gobierno, debíamos echar a andar una revolución». En materia económica, junto con profundizar las críticas a la política del gobierno, propiciaba «una planificación económica democrática para avanzar por una vía no capitalista de desarrollo», destinada a implementar un sistema económico social comunitario que sustituyera al régimen capitalista mediante «la profundización del proceso de reforma agraria, la eliminación del latifundio, el sometimiento de la empresa privada al poder popular, el control estatal sobre el poder económico», buscando «la obtención del desarrollo económico hacia la construcción de una nueva Sociedad de Trabajadores: solidaria, democrática y popular». En lo político, llamaba a «prepararse para el enfrentamiento activo con la derecha»; en lo interno, proponía lograr que el gobierno trabajase más con el partido a través de una «acción concertada» y se «convirtiera en un instrumento capaz de constituirse en la vanguardia de la Revolución chilena».21 




			El presidente Frei consideró que no podía apartarse del programa que había presentado al país, en el cual creía, con el que estaba formalmente comprometido y que había sido concebido como una primera etapa, previa e indispensable, para la construcción de una sociedad comunitaria. Se produjo, en consecuencia, una ruptura que, al cabo de algún tiempo, llevó a los dirigentes del sector «rebelde» a abandonar el partido y constituir uno nuevo, el Movimiento de Acción Popular Unitario (MAPU), que se incorporó al FRAP. 




			 




			4. LA SITUACIÓN NACIONAL EN 1970 




			 




			Al terminar el decenio de los sesenta, Chile era una nación en marcha, volcada a la tarea de construir su porvenir. La población del país bordeaba los diez millones de habitantes, de los cuales tres cuartas partes vivían en ciudades, y el sector rural se había reducido al veinticinco por ciento.22 




			En lo político, el país se agitaba en torno a la elección de un nuevo presidente de la República que debía verificarse en septiembre de 1970. Tres millones y medio de chilenos inscritos en los registros electorales, que representaban al setenta por ciento de la población nacional mayor de veintiún años, se preparaban para tomar parte en esa decisión y definían posiciones frente a ella. Derecha, izquierda marxista y Democracia Cristiana aspiraban a gobernar durante el próximo sexenio y competían duramente por el apoyo ciudadano. Las proclamaciones de los candidatos, las concentraciones públicas, los debates de prensa, radio y televisión, ocupaban cada vez más espacio en la escena nacional y absorbían con intensidad creciente la atención de la gente. Muchos tomaban partido con vehemencia y las discusiones, a menudo tensas y apasionadas, se multiplicaban por todas partes. El país pasaba por un periodo de aguda ideologización. 




			En lo social, Chile vivía una etapa de franca ebullición. Los sectores marginales se habían incorporado a la vida nacional a través de la promoción popular, que abría cauces para que expresaran sus aspiraciones y trabajaran comunitariamente en la solución de sus problemas más graves e inmediatos. Cerca de tres mil quinientas juntas de vecinos a lo largo del territorio nacional canalizaban el interés de la gente por los asuntos comunales y su participación en los trabajos de urbanización y mejoramiento de sus poblaciones o barrios. Alrededor de cuatrocientas cincuenta mil mujeres, organizadas en centros de madres, participaban en talleres artesanales donde recibían capacitación y efectuaban trabajos que les permitían contribuir al presupuesto familiar sin abandonar el cuidado de sus hogares. Más de cien mil campesinos se habían organizado en sindicatos comunales, afiliados a tres grandes confederaciones, mientras que otros treinta mil lo estaban en cooperativas. Los beneficiarios de la reforma agraria se habían también organizado en una Federación Nacional de Asentamientos Campesinos. Y cerca de medio millón de trabajadores de la minería, la industria, el comercio y los servicios, estaban organizados en sindicatos profesionales e industriales, integrados a su vez en federaciones y confederaciones, muchas de las cuales formaban parte de la Central Única de Trabajadores (CUT).23 




			En otro plano, el vivo interés de los chilenos por educarse se expresaba en el vigoroso aumento de la población escolar. Entre 1960 y 1970, los estudiantes de enseñanza básica, elevada de seis a ocho años escolares, habían aumentado de un millón doscientos mil a dos millones cien mil, llegando a cubrir el noventa y cinco por ciento de los niños de seis a catorce años de edad. Otros trescientos mil jóvenes recibían enseñanza media —humanista-científica o técnica-profesional— y la matrícula universitaria se había triplicado en el decenio, de veinticinco mil a setenta y cinco mil estudiantes. Cien mil personas más proseguían sus estudios en cursos nocturnos o vespertinos para adultos.24 




			En el ámbito de la salud, en los últimos diez años se habían construido más de setenta nuevos hospitales, duplicando el número de camas disponibles para enfermos, y se habían habilitado sobre doscientas cincuenta postas rurales y consultorios;25 casi el setenta por ciento de los alumnos de primer a octavo año de educación básica recibían diariamente desayuno y más de un tercio, almuerzo;26 los programas de leche se habían elevado de 3,9 kilos a 6,2 kilos por habitante;27 la mortalidad infantil de niños menores de un año había disminuido de 122,3 por mil niños nacidos en 1960, a 78,7 por mil nacidos en 1969, y la mortalidad general había bajado en el decenio de 12,2 por mil a 8,9 por mil.28 




			En materia habitacional, se habían construido en el decenio cerca de cuatrocientas mil viviendas, de una superficie promedio de 64 metros cuadrados cada una, y alrededor de ciento noventa mil soluciones habitacionales mediante la habilitación de sitios con urbanización mínima y autoconstrucción de viviendas provisorias.29 




			En lo económico, si bien la inflación se mantenía alrededor del treinta por ciento anual30 y la tasa de crecimiento del producto bruto en el decenio fue solo del 4,5 por ciento, lo que representaba un dos por ciento per cápita,31 era ostensible que Chile estaba en pleno e intenso proceso de desarrollo. La producción de energía eléctrica aumentó en los diez años en un 61 por ciento y la capacidad instalada para generarla, en un cien por cien. Con la nacionalización de Chilectra, el Estado pasó a controlar el 97,8 por ciento del sector electricidad (66,4 por ciento de Endesa y 31,2 por ciento de Chilectra). La producción de petróleo subió en un 71,3 por ciento y su consumo, de 1,7 millones de metros cúbicos a 4,4 millones.32 




			Los programas de expansión del cobre y del acero, de construcción de nuevas plantas de azúcar de remolacha y de celulosa y de instalación de nuevas industrias químicas, petroquímicas, metalmecánicas, automotrices y electrónicas, estaban en plena ejecución y representaban un vigoroso avance cuantitativo y cualitativo en la capacidad productiva nacional, cuyos frutos habrían de cosecharse en los años venideros. 




			La expansión de la producción agropecuaria en alimentos como la leche, carnes, semillas y frutas, las importantes inversiones efectuadas en infraestructura agrícola y ganadera (como plantas lecheras, centrales vitivinícolas, plantas de silos, plantas y frigoríficos frutícolas, mataderos, etc.) y el incentivo que para los campesinos estaba significando su incorporación a la propiedad de la tierra mediante la reforma agraria, colocaban en el primer plano de la preocupación pública a este sector de la economía nacional y abrían para él promisorias perspectivas. 




			El ahorro nacional aumentó durante el decenio a una tasa media anual de 7,2 por ciento, llegando a superar el 16 por ciento del producto nacional. Con él se financiaba cada vez más porcentaje de las inversiones. Dentro de estas, crecieron considerablemente las del sector público, que alcanzaban casi el 75 por ciento de la inversión geográfica bruta en capital fijo, del cual más del 80 por ciento se autofinanciaba con ahorro.33 




			Las exportaciones nacionales habían aumentado de 465 millones de dólares en 1960 a 1200 millones de dólares en 1970 y prometían acelerar su crecimiento a medida que fuera concluyéndose la ejecución de los referidos programas de expansión de cobre y acero y de desarrollo industrial, así como por la puesta en vigencia del Mercado Subregional Andino, creado en 1969.34 




			Por su parte, las importaciones se habían elevado en el mismo periodo desde 615 millones de dólares a 1020 millones de dólares, aumento que se centraba principalmente en bienes de capital.35 




			A 31 de diciembre de 1970, las reservas internacionales de que Chile disponía llegaban a 342,3 millones de dólares y la balanza de pagos y sus perspectivas futuras eran de las mejores que el país había tenido en muchos años.36 




			La deuda externa nacional ascendió a 2975 millones de dólares, incluidos en esa cifra setecientos millones de dólares en créditos no utilizados. De ese total, solo ciento treinta millones de dólares eran obligaciones a corto plazo. Como los activos en moneda extranjera del Banco Central y los bancos comerciales llegaban a 496 millones de dólares, el saldo deudor era realmente de 1779 millones de dólares, lo que significaba una deuda neta de ciento ochenta dólares por persona.37 




			La tasa de desocupación se mantenía alrededor del seis por ciento de la población activa. El ingreso por habitante era del orden de 1068 dólares al año —en dólares de 1977— y la participación de los trabajadores había subido sobre el 53 por ciento del ingreso total del país. Las remuneraciones reales de los trabajadores aumentaron en un setenta por ciento entre 1960 y 1970,38 factor muy importante en el incremento de la demanda de bienes durables, de más de quince por ciento por año como promedio en el periodo,39 antecedentes todos significativos del mejoramiento del nivel de vida de la población. 




			En lo internacional, Chile mantenía excelentes relaciones con casi todos los países del mundo y gozaba de un prestigio muy superior al que, por su tamaño, representaba en el concierto de las naciones. Su seriedad en el manejo financiero, su respeto inalterable a los compromisos internacionales, la estabilidad de sus instituciones democráticas, su altiva independencia en la adopción de decisiones políticas, su esforzada búsqueda de nuevas fórmulas para derrotar a la miseria e injusticia del subdesarrollo sin sacrificar la libertad y su dignidad en el trato con las grandes potencias lo hacían acreedor al respeto y simpatía general. 




			Especial era su ascendiente en el ámbito hemisférico, en el que, dentro de un espíritu de comprensión y amistad con Estados Unidos, defendía con decisión los intereses comunes de los países latinoamericanos y la necesidad de replantear las relaciones de estos con aquel en un plano de justicia. Expresiones de esta posición habían sido la condena al desembarco de tropas norteamericanas en Santo Domingo, la reanudación de relaciones comerciales con Cuba, el rechazo a la creación del Ejército Interamericano, las iniciativas para modificar la carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en 1965 y 1967, el acuerdo de Cartagena que dio vida al Mercado Subregional Andino y el Consenso Latinoamericano de Viña del Mar en 1969, que llevó por primera vez a las naciones de América Latina a plantear, unidas y en un solo bloque, sus intereses comunes y sus puntos de vista sobre el sistema interamericano a Estados Unidos. 




			En lo institucional, las reformas constitucionales aprobadas en el decenio, especialmente la de 1970, habían modernizado el régimen del derecho de propiedad, facilitando con ello el camino a las reformas económico-sociales. También habían agilizado la administración financiera del Estado, robusteciendo las atribuciones del poder ejecutivo en la materia, y habían ampliado la participación cívica de los chilenos al otorgar derecho a voto a todos los mayores de dieciocho años y al establecer el referéndum. Asimismo, estas reformas habían creado mecanismos expeditos y democráticos, como el plebiscito y el Tribunal Constitucional, para resolver los conflictos entre los poderes ejecutivo y legislativo, allanando de este modo el camino a los futuros gobiernos para superar las obstrucciones con que la minoría pudiera entorpecer el cumplimiento de sus programas. 




			En resumen, dentro del ámbito latinoamericano a que geográfica, histórica y culturalmente pertenece, con las implicancias políticas y económicas que ello entraña, manteniendo aún mezquinos índices de crecimiento e injustas desigualdades entre su población, con los consiguientes conflictos y tensiones, y hallándose todavía lejos de configurar un nuevo modelo de sociedad, al empezar la década de los setenta Chile había creado las bases para acelerar su desarrollo económico y social y consolidar su independencia nacional, dentro de un régimen de creciente democratización que garantizaba a sus habitantes amplia libertad y los incitaba a participar en el esfuerzo colectivo por conquistar mayor justicia y más altos niveles de progreso. 




			

	 


	 	

	 

   




			Capítulo II 




			 




			LA ELECCIÓN PRESIDENCIAL DE 1970 




			 




			1. LAS CANDIDATURAS. GÉNESIS Y PLANTEAMIENTOS 




			 




			Tres candidatos compitieron en la elección presidencial de 1970: Jorge Alessandri Rodríguez, Salvador Allende Gossens y Radomiro Tomic Romero. ¿Cómo surgieron y qué representaban sus postulaciones? 




			La candidatura de Jorge Alessandri Rodríguez fue la primera en aparecer, aunque solo se oficializó el 2 de noviembre de 1969, cuando el expresidente de la República anunció al país su decisión de aceptar que su nombre fuera postulado «para no defraudar», según dijo, «el inmenso llamado de miles y miles de nuestros compatriotas que, con fe inquebrantable, han echado sobre mis hombros el enorme peso de sus esperanzas».1 




			En verdad, la candidatura de Alessandri comenzó a gestarse desde el mismo día 3 de noviembre de 1964 en que terminó su periodo presidencial. Pequeños grupos de excolaboradores y simpatizantes iniciaron de inmediato una campaña, que pronto se expresó en la formación del MAD (Movimiento de Acción Democrática), el que ya en 1965 hizo circular un panfleto, con cerca de mil suscriptores, pidiendo el retorno del exmandatario a La Moneda. Meses después, surgió el MIA (Movimiento Independiente Alessandrista), que se dedicó a constituir comandos de trabajo en pro de su postulación. 




			Se trataba de adherentes tenaces y entusiastas, muchos de los cuales formaban parte de círculos allegados a Alessandri o eran amigos que no perdían la ocasión de idealizar su personalidad. El 3 de noviembre se convirtió para ellos en una fecha simbólica, que los reunía frente a la residencia del exmandatario para saludarlo, vitorearlo e instarlo a «volver». «Don Jorge» agradecía y guardaba silencio, pero los diarios y radios derechistas daban al suceso gran publicidad y el eslogan «Alessandri volverá» empezó a aparecer, muy bien pintado, en calles y caminos. 




			El joven Partido Nacional, que congregaba a los sectores más representativos de la derecha en torno a planteamientos definidamente autoritarios y nacionalistas, no tenía alternativa de liderazgo viable que ofrecer al país. La figura prestigiada de Alessandri le sirvió para llenar ese vacío, procurando convertirla en la esperanza de todos los que sentían amagados sus intereses o sus tradicionales creencias políticas por las reformas impulsadas por el gobierno democratacristiano. 




			El nombre de «don Jorge» se convirtió así, para muchas personas, en el signo de contraste o antítesis de cuanto pudiera afectarles o disgustarles la política del gobierno. Alessandri representaba el derecho de propiedad, amenazado por la reforma agraria y por el impuesto al patrimonio; el orden y la autoridad frente a la debilidad que se atribuía al gobierno ante los signos de agitación propios de un periodo de cambios; la independencia, contrapuesta al proselitismo partidista que exhibían los sectores de gobierno; la experiencia frente a la juventud de los nuevos equipos. 




			Esta estrategia dio dividendos: en las elecciones municipales de 1967 el Partido Nacional subió la votación derechista de 2,5 por ciento a 14,3 por ciento, y en las parlamentarias de 1969, en que hizo su campaña enarbolando la bandera del alessandrismo, la elevó al veinte por ciento de los electores. Aunque «don Jorge» se abstuvo de toda intervención, dos sobrinos suyos, Silvia y Gustavo Alessandri, fueron candidatos a diputados y ambos obtuvieron la primera mayoría en sus respectivos distritos, los dos más poblados del país. 




			Procurando explicar ese fenómeno, el más prestigioso comentarista político del periodismo chileno, Luis Hernández Parker, lo atribuyó a que Alessandri logró «amasar una imagen que es la cara opuesta de los políticos profesionales chilenos. Siendo él también un profesional de la política, aparece extraño y reñido con la politiquería, que es la incurable enfermedad que sufre el pobre cuerpo de Chile».2 




			Otro factor importante fue, sin duda, la reacción egoísta y temerosa de algunos sectores de la clase media, especialmente medianos y aun pequeños empresarios y también profesionales, a quienes la hábil propaganda de derecha —que controlaba los más influyentes medios de comunicación— llevó a sentirse postergados y hasta amenazados por la política económico-social de la Democracia Cristiana. 




			Y, de modo decisivo, contribuyó también a robustecer en la opinión pública la imagen de Alessandri la torpe campaña de soeces y ataques personales de que lo hicieron objeto algunos grupos de izquierda, especialmente a través del diario Clarín. El encono y grosería de esos ataques suscitaba general repugnancia y atraía hacia el personaje denigrado los sentimientos de simpatía que rodean a las víctimas. 




			Finalmente, el silencio de Alessandri —espontáneo o estudiado, indiferente o estratégico— ante esos ataques y ante los requerimientos de sus partidarios contribuyó a aumentar su carismática imagen, sobre todo en los sectores independientes, hostiles al incesante debate político. 




			Lo cierto es que después de los comicios de marzo de 1969, para la derecha quedó claro que el nombre de Alessandri le abría la expectativa de recuperar el poder. Las sugerencias de quienes en su seno habían pensado en buscar algún nombre significativo de apertura, como el de Felipe Herrera, o alguna forma de entendimiento con la Democracia Cristiana, quedaron definitivamente descartadas. La candidatura presidencial de Jorge Alessandri fue un hecho al que solo faltaba la formalidad de su aceptación. 




			Esta tardó algunos meses en producirse. En un reportaje publicado en agosto de 1969 por la revista inglesa The Economist, Alessandri puso de manifiesto su creencia de que solo su candidatura podría atajar el triunfo de la izquierda marxista, planteando la contienda presidencial como un verdadero referéndum, de modo que su elección significara el apoyo del país a una reforma constitucional que invistiera al presidente de la República de plenos poderes para dirigir la política económico-social, sin interferencia del Parlamento, de los partidos ni de los sindicatos. 




			Esta idea, planteada como reacción contra «el desorden y la politiquería», fue el motivo central de su postulación y en torno a ella el Partido Nacional y el Movimiento Alessandrista elaboraron sendos programas que presentaron al país como aportes al futuro gobierno.3 




			En materia política, se proponía otorgar al jefe del Estado las facultades de disolver el Congreso y de convocar a plebiscito para que el país resolviese los conflictos entre el presidente y las Cámaras y pudiese participar directamente en las decisiones más trascendentales. Estas reformas tendrían por objeto, se decía, «extirpar la politiquería y los pésimos hábitos políticos que hoy agobian al país, mediante la limitación y el término de la influencia de los parlamentarios en materias administrativas, financieras, gremiales y estudiantiles» y ellas harían posible «una efectiva participación popular al eliminar la acción del intermediario político y de los demagogos profesionales que se interponen entre el pueblo y sus gobernantes». 




			En materia económica, se preconizaba un régimen de empresa privada y economía de mercado, en el que se eliminarían los privilegios, se detendría la inflación, se incrementarían las inversiones y se crearían nuevas fuentes de trabajo. 




			En materia social, se ponía el énfasis en la superación de la lucha de clases y la integración nacional, especialmente entre empresarios y trabajadores, y se proponía la creación de un consejo económico social para asesorar al presidente de la República en la planificación de su política, constituido por representantes de los gremios, de los elementos de la producción y del comercio y de las Fuerzas Armadas. 




			Respecto a la reforma agraria, se anunciaba su continuación «pero impidiendo que la ley se utilice con fines políticos» y «otorgando títulos individuales de dominio a los asentados que lo deseen». 




			Se formulaban planteamientos bastantes generales sobre políticas de vivienda, salud y previsión social, sobre la Administración pública y el sistema judicial, y se proponía una participación decisiva de las Fuerzas Armadas en la política de integración nacional y la reestructuración técnica de las mismas, para adecuarlas al nuevo concepto de seguridad nacional que implica —se expresaba— dos tareas fundamentales: «el resguardo de la Nación frente a cualquier amenaza externa y la garantía de la seguridad interior frente a los eventos que puedan importar la quiebra de la paz social o la destrucción de otros valores esenciales de la comunidad». 




			En definitiva, la candidatura de Alessandri era una propuesta conservadora, con una visión sesgada de la realidad nacional y con un proyecto económico-social extremadamente anticuado respecto del proceso de cambios que se producían a nivel internacional y nacional. Los ejes de su campaña fueron su seudo independencia, el rechazo a la politiquería, a la demagogia y al derroche público. 




			Por nuestra parte, Radomiro Tomic Romero fue proclamado candidato presidencial en agosto de 1969. También esta postulación tenía sus orígenes en los inicios mismos del gobierno de Frei. En verdad, cuando este fue ungido candidato para la elección presidencial de 1964, en el ánimo de los dirigentes y de las bases democratacristianas quedó la idea de que Tomic sería el candidato para el periodo siguiente. Así lo explicitó el entusiasmo de los militantes en la propia campaña del 64, con el grito: «Frei, presidente; Tomic, el siguiente». Pero, aunque no tuvo contendores dentro del partido, la formalización de esta candidatura no estuvo exenta de vicisitudes. 




			Tomic era, como Frei, uno de los fundadores de la Democracia Cristiana chilena y uno de sus dirigentes de mayor prestigio. La fogosa elocuencia de su oratoria, el vigor de sus planteamientos —casi siempre novedosos— y su imagen de hombre versado y ejecutivo a la vez, despertaban en torno suyo admiración y entusiasmo, especialmente entre los jóvenes. 




			La experiencia del gobierno del presidente Frei reafirmó a Tomic en su convicción de que «no podrán hacerse en Chile los cambios revolucionarios de contenido esencialmente democrático que el país necesita, sino en un acuerdo entre la Democracia Cristiana y las fuerzas sociales y las fuerzas políticas partidarias de los cambios».4 Consecuente con ese criterio, tan pronto dejó la embajada en Washington y regresó al país, en el primer semestre de 1968, planteó públicamente la tesis de que «sin unidad popular no habrá candidatura Tomic».5 




			A juicio de Tomic, la «unidad popular», tal como la concebía, «requiere tres decisiones indispensablemente concurrentes: el acuerdo del partido; el acuerdo del gobierno; el acuerdo de la izquierda».6 Pero, en definitiva, ninguno de estos acuerdos se produjo. 




			El Partido Socialista, que a fines de 1967 había proclamado en su congreso de Chillán la tesis del «Frente de Trabajadores» y excluido cualquier clase de compromisos o alianzas con sectores de la burguesía, descartó públicamente la posibilidad de entendimiento con la Democracia Cristiana.7 En cuanto al Partido Comunista, decidido partidario de la tesis de la unidad popular partiendo de la unidad «socialista-comunista», había sido igualmente categórico para expresar que solo la concebía con los sectores «progresistas» de la DC pero no con los «reaccionarios» sostenedores de la política del presidente Frei, entre lo que incluía expresamente a Tomic.8 




			El «acuerdo del gobierno» del que Tomic hablaba significaba para él «los cambios en la orientación de la gestión gubernativa y legislativa que serían indispensables para hacer posible una plataforma común y un candidato común de la DC y las fuerzas de izquierda».9 Pero la experiencia de cuatro años demostraba que «los cambios de orientación» capaces de satisfacer a comunistas y socialistas para esos efectos, contrariaban aspectos fundamentales del programa del gobierno. 




			Finalmente, dentro del PDC, mientras algunos de mis camaradas creían que solo la unión de las fuerzas populares, que incluyera a los sectores marxistas y que empleara técnicas socialistas, podría promover el desarrollo al ritmo requerido, otros sosteníamos que esa vía conduciría al predominio marxista y a la tiranía y afirmábamos la necesidad y posibilidad de un camino propio de desarrollo, fundado en los valores cristianos y en la participación popular en los planos políticos, sociales y económicos. Personalmente pensaba que un candidato nuestro en alianza con el PC estaba derrotado de antemano, sería un fracaso y perderíamos más de la mitad de nuestra votación. Suponiendo que llegara a triunfar, estimaba que, considerando el cuadro político internacional, era improbable que pudiera asumir, y si ello se lograba, ¿contaríamos con la lealtad del PC? A mi juicio había un espejismo muy grande en la postura de los que creían posible un entendimiento PDC-PC para el futuro. 




			En mayo de 1969 realizamos una junta nacional extraordinaria destinada a pronunciarnos entre la tesis de la «unidad popular» y la del «camino propio», venciendo esta última por un estrecho margen y provocando la renuncia de Tomic a su candidatura presidencial. Numerosos militantes abandonaron el partido, entre ellos dos senadores, un diputado, varios regidores y gran parte de la plana mayor de los departamentos Juvenil y Campesino. La directiva presidida por el senador Renán Fuentealba renunció y la que se eligió en su reemplazo, encabezada por Jaime Castillo, se encontró con el desánimo y renuencia a asumir responsabilidades por parte de un sector que veía en lo ocurrido un signo de derechización del partido. 




			Aunque la Democracia Cristiana tenía otros dirigentes de prestigio nacional capaces de representarla —se daban especialmente los nombres de Bernardo Leighton, Edmundo Pérez y Gabriel Valdés—, ninguno postuló seriamente su nominación y todos reconocían una especie de «mejor derecho» a Radomiro Tomic.10 




			Finalmente, mediante un esfuerzo de apaciguamiento interno, clarificación de ideas y unificación de criterios, al cabo de tres meses logramos llegar a un acuerdo unánime en la junta del 15 de agosto de 1969, oportunidad en la que aprobamos las bases programáticas para el periodo 1970-1976 y Radomiro Tomic fue designado candidato presidencial.11 




			Pero, aunque habíamos logrado unirnos en torno a un candidato, lo cierto era que nuestra fuerza e imagen como partido —y como gobierno— se había debilitado. Dimos un espectáculo debatiendo en público nuestras posiciones internas. Había páginas enteras de El Mercurio con reportajes sobre la posición «oficialista» que yo encabezaba, la «rupturista» de Rafael Agustín Gumucio y la del «tercerista» Bosco Parra. Cada uno daba su propia visión sobre la sociedad comunitaria, la reforma de la empresa y otras materias. 




			Al día siguiente de su nominación, escribí una carta personal a Tomic en la que, junto con felicitarlo y ofrecerle toda mi colaboración de militante, parlamentario y amigo, le hacía ver las dudas y preocupaciones que me embargaban sobre la forma en que su candidatura se relacionaría con el gobierno de Frei y el tipo de compromisos que podrían contraerse con el Partido Comunista. 




			Sobre el primer punto, intenté dejarle en claro que no podía plantear su candidatura a contrapelo del gobierno de Frei; por el contrario, el desafío era avanzar más a partir de lo ya hecho. Respecto de la relación con los comunistas, le advertí que en caso de que se llegara a concertar con ellos un acuerdo que significara su incorporación en el futuro gobierno, el grueso de nuestro electorado repudiaría su candidatura y estaríamos dando el triunfo a la derecha. 




			Tomic me respondió algunos días después defendiendo su estrategia de la unidad popular y señalándome que, si los principios doctrinarios del PDC no se veían afectados, no veía inconvenientes en la acción y convergencia con los comunistas. 




			La candidatura de Tomic, que pronto recibió el apoyo del Partido Democrático Nacional (Padena) y de importantes sectores independientes, presentó al país un programa cuyas proposiciones más relevantes eran las siguientes: 




			En lo político, se proponía la formación de una amplia base de gobierno mediante la participación de las grandes fuerzas sociales y políticas de base popular, así como la democratización del Estado mediante una reforma constitucional destinada a consagrar la ratificación popular de las metas fundamentales del programa de gobierno, el plebiscito para resolver las discrepancias entre Ejecutivo y Parlamento en materias importantes y la facultad del presidente de disolver el Parlamento por una vez en cada periodo presidencial. 




			En materia económica, se preconizaba una planificación por el Estado, generada democráticamente y obligatoria para todo el sistema productivo; la constitución, paralelamente a las empresas privadas no monopólicas del área económica tradicional, de la «economía social del pueblo», formada por las empresas de propiedad del «Fondo para la Independencia y el Desarrollo Nacional» que se crearía, las de propiedad pública o estatal y las de trabajadores; la nacionalización inmediata, por ley si fuere necesario, de las principales empresas productoras de cobre para completar el proceso iniciado en el gobierno de Frei; reformas tributaria y bancaria y la aceleración masiva de la reforma agraria. 




			Respecto a lo social, el programa sostenía una política de plena participación popular en todos los niveles, así como la promoción de la mujer y la familia, de la salud y la vivienda. En materia de justicia, se proyectaba modernizarla y democratizarla. 




			Junto a un interés por promover una política para la formación de nuestra personalidad cultural como nación y nuestra identidad personal latinoamericana, el programa proponía la continuación de la política del gobierno de Frei, con énfasis en la universalidad de las Naciones Unidas, la revisión del sistema interamericano y la integración de América Latina. 




			Finalmente, en materia de defensa nacional, se postulaba un incremento de la eficiencia de las Fuerzas Armadas mediante la dotación y el equipamiento adecuados, y su integración al desarrollo del país a través de su debida participación en la planificación nacional y la definición de una política de seguridad nacional que debía ser tomada en cuenta en todos los organismos y en todas las decisiones fundamentales del país. 




			Para impulsar este programa, el gran motor debería ser el propio pueblo, movilizado por dos grandes místicas: la mística de la solidaridad nacional: «Chile es un solo pueblo. La suerte de mi patria será mi propia suerte»; y la mística del trabajo: «El trabajo es la medida del amor hacia la patria. Chile no podrá salir de la pobreza interna y de la dependencia extranjera, sino a base de un gran esfuerzo de trabajo y disciplina hecho por el pueblo y en su propio beneficio».12 




			La candidatura de más difícil gestación y última en formalizarse fue la de Salvador Allende Gossens, sin lugar a dudas, y por muy lejos, el político de más prestigio de la izquierda chilena, dentro y fuera del país. Dirigente del Partido Socialista desde sus inicios, ministro de Salud del presidente Aguirre Cerda, presidente por algún tiempo del Colegio Médico de Chile, parlamentario destacado durante más de veinticinco años, patrocinador de la Organización Latinoamericana de Solidaridad (OLAS) creada en la conferencia de La Habana de 1967, candidato a la presidencia de la República en 1952, 1958 y 1964, su nombre era uno de los tres más conocidos y populares en la vida pública nacional. Desde fines de 1966 desempeñaba la presidencia del Senado, elegido por los partidos del FRAP con apoyo del PR y el consentimiento de la derecha, y desde ese cargo, cabeza del poder legislativo, lideraba la oposición al gobierno democratacristiano. 




			Todo parecía hacer de Allende el natural abanderado de la izquierda, pero esta estaba dividida y en su propio partido su liderato había sufrido un grave deterioro. 




			En el seno del FRAP, la querella doctrinaria y estratégica entre sus dos integrantes fundamentales, comunistas y socialistas, se acentuaba día a día. Los primeros venían sosteniendo desde 1965 la tesis de la «unidad de las fuerzas populares y progresistas», sea que estuvieran «con la oposición o con el gobierno, en contra de las fuerzas reaccionarias que hay en el gobierno y en la oposición»,13 y preconizaban la vía democrática y pacífica para llegar al poder. El Partido Socialista, en cambio, ya en su congreso de 1955 había aprobado la tesis del «Frente de Clase» o «Frente de Trabajadores», afirmando que «la dictadura del proletariado no solo es plenamente legítima, sino también una necesidad absoluta de las masas trabajadoras y el único medio de defensa contra la dictadura de la burguesía». En el pleno nacional de diciembre de 1964, el comité central culpó de la derrota de ese año «a la política de supuesta unidad nacional, que se traduce en una beligerancia limitada y condicionada con respecto a los enemigos seculares de la clase obrera». En el congreso de Linares de 1965 reafirmó la necesidad de la unión socialista-comunista, pero precisando que «no cualquiera unidad», sino «en la línea del Frente de Trabajadores» y dejando constancia de que «nuestra estrategia descarta de hecho la vía electoral como método para alcanzar nuestro objetivo de la toma del poder, lo que no excluye la posibilidad de usar las elecciones y cualesquiera métodos y medios que la lucha revolucionaria haga necesarios». Y, finalmente, el voto político aprobado por el congreso de Chillán de 1967 proclamó que «la violencia revolucionaria es inevitable y legítima... y constituye la única vía que conduce a la toma del poder».14 




			Así, mientras los comunistas buscaban ampliar lo más posible la base electoral y política de la izquierda, incluso con sectores radicales y democratacristianos, los socialistas desechaban cualquier entendimiento con grupos «burgueses» y de tendencias «reformistas». 




			En el curso de 1969, la primera de estas posiciones, más realista y flexible, terminó por imponerse. Uno a uno, los partidos políticos de izquierda y de centro que militaban en la oposición, empujados por la persuasiva tenacidad del Partido Comunista, fueron adhiriendo a la idea de un frente amplio que abriese a todos la tentadora expectativa de ganar la presidencia de la República para un hombre de sus filas. Entre abril y septiembre de ese año, cada uno de ellos presentó su postulante a ser el candidato de la izquierda unida. 




			El primero en aparecer fue el senador Rafael Tarud, nominado en abril de 1969 por la Acción Popular Independiente (API), pequeño grupo que sobrevivía del antiguo ibañismo. Luego fue respaldado por el Partido Social Demócrata, fracción minoritaria del antiguo Partido Democrático. Su candidatura se planteó como «una alternativa de izquierda independiente, frente a la dispersión de las fuerzas populares motivada por los antagonismos ideológicos y tácticos».15 




			Luego, el Partido Radical, en una convención realizada a comienzos de mayo en que ratificó su línea izquierdista, contraria al capitalismo y favorable a los cambios sociales profundos, y en la que expulsó de su seno a los dirigentes de su sector proderechista, proclamó la candidatura del profesor universitario Alberto Baltra, que año y medio antes había sido elegido senador con el apoyo de toda la izquierda.16 




			En agosto de 1969, y después de dos votaciones en que fue superado por el secretario general de la colectividad, el senador Aniceto Rodríguez, Salvador Allende logró ser designado candidato del Partido Socialista por doce votos contra trece abstenciones.17 Los días anteriores se habían producido tensos debates entre las diferentes corrientes internas. La primera, encabezada por Salvador Allende, propiciaba un frente amplio integrado por todas las fuerzas de izquierda, incluido el PR; la segunda, donde estaban Aniceto Rodríguez y Adonis Sepúlveda, apoyaba el frente amplio, pero excluyendo a los radicales; y la tercera, presidida por Carlos Altamirano, se mostraba reticente a la vía electoral. 




			Por su parte, en septiembre, el Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), formado por exmilitantes de la Democracia Cristiana que la abandonaron en mayo de 1969, levantó la candidatura de Jacques Chonchol, propiciando un «pacto revolucionario» para aglutinar a las fuerzas de izquierda, cuyo cimiento fuera la clase trabajadora y cuyo fin sería establecer un Estado de trabajadores, implantar una economía socialista y crear una nueva cultura.18 




			El 8 de octubre se efectuó la primera mesa redonda para constituir la Unidad Popular (UP), redactar un programa conjunto y elegir candidato común. El PS se mostró intransigente en su negativa a entenderse con los radicales, «fuerza no revolucionaria y de doctrina burguesa», según palabras de Adonis Sepúlveda.19 Además, era de la opinión de que el candidato único debía surgir de un acuerdo entre comunistas y socialistas. El PC, en cambio, deseaba una coalición lo más amplia posible y no compartía la idea de que el candidato fuese nominado de la forma propuesta por el PS. 




			En materia programática también había diferencias entre ambos partidos. Para el PC, la definición de un programa era prioritaria pues, como señalaba Luis Corvalán, «no importa el nombre ni el hombre, sino el programa»; en cambio, para el sector socialista, encabezado por Altamirano, se incurría en un grave error al acentuar la preocupación en este tema y no precisar y desarrollar tácticas y formas de lucha. Para el dirigente, «los programas se los lleva el viento, la revolución no se declama, se lee»,20 y consideraba que el texto que se estaba elaborando debilitaba el carácter socialista que debía tener el régimen de la UP. Semanas después, Corvalán diría que para la elaboración del programa «se ha velado por el carácter revolucionario y realista del programa de la UP, sin concesiones al reformismo ni la fraseología revolucionaria».21 




			En medio de las conversaciones, el 30 de noviembre el Partido Comunista decidió nombrar su propio candidato: el poeta y político Pablo Neruda, «por su condición de probado luchador desde las filas del partido, por su fidelidad al pueblo, por su amor a Chile, por su inteligencia y su sensibilidad, que lo hace vibrar en cada momento con los dolores e inquietudes de la gente trabajadora», no sin dejar constancia de que se trataba de una postulación más para escoger un candidato común. «No decimos: Neruda o ningún otro; no decimos: o nuestro candidato o no hay Unidad Popular», puntualizó el senador Luis Corvalán, jefe del Partido Comunista.22 




			Aun cuando el propio Corvalán tenía conciencia de que la candidatura de Neruda no sería aceptada por los socialistas y reconocía que el destacado poeta carecía de las condiciones políticas para enfrentar una campaña como la que se avecinaba, además de no tener ni la convicción ni el interés personal para ello, su nominación le permitía contar con una potente carta de negociación al interior de la coalición. 




			Al cabo de dos meses y medio, el 23 de diciembre, se dio a conocer al país el «Programa básico de la Unidad Popular», y algunos días después, un documento titulado «Pacto de la Unidad Popular», suscrito por personeros de los partidos Socialista, Comunista, Radical, Acción Popular Independiente, MAPU y Social Demócrata. Candidato común no habría hasta un mes más tarde. 




			El programa proponía un gobierno popular pluripartidista «integrado por todos los partidos, movimientos y corrientes revolucionarias», que «asentará su fuerza y su autoridad en el apoyo que le brinde el pueblo organizado» y que tendría como tarea fundamental «terminar con el dominio de los imperialistas, de los monopolios, de la oligarquía terrateniente e iniciar la construcción del socialismo en Chile».23 




			En el orden político-institucional, se planteaba el traspaso del poder de los antiguos grupos dominantes a los trabajadores, al campesinado y a sectores progresistas de las capas medias de la ciudad y del campo, así como la profundización de la democracia y la intervención real y eficaz del pueblo en los diferentes niveles del aparato del Estado. Junto con ello, proponía la dictación de una nueva Constitución Política para institucionalizar «la incorporación masiva del pueblo al poder estatal», la creación de una organización única del Estado a nivel nacional, regional y local, «que tendrá a la Asamblea del Pueblo como órgano superior de poder», y el reemplazo de la magistratura existente, «individualista y burguesa», por una que «devendrá en auxilio de las clases mayoritarias», a cargo de un Tribunal Superior de Justicia designado por la Asamblea del Pueblo. 




			En cuanto a la defensa nacional, el programa confirmaba la decisión del gobierno popular de definir una «concepción moderna, patriótica y popular de la soberanía del país» basada en el afianzamiento del carácter nacional de todas las ramas de las Fuerzas Armadas, la formación técnica de estas y su «integración y aporte» en la sociedad, asegurándoles los medios materiales y técnicos, además de un «justo y democrático sistema de remuneraciones». 




			En el orden económico, se proponía la creación de un sistema nacional de planificación con carácter ejecutivo, así como la constitución de «un área estatal dominante», mediante la nacionalización de la gran minería del cobre, hierro, salitre, yodo y carbón, del sistema financiero, del comercio exterior, de las grandes empresas de distribución y los monopolios industriales estratégicos y, en general, de las actividades que condicionan el desarrollo económico y social del país. Junto a esta «área de la propiedad social», se crearía una «mixta», donde el Estado sería socio y no acreedor, manteniéndose el «área de la propiedad privada», cuyas empresas, en número, serían la mayoría, viéndose beneficiadas por la planificación general de la economía nacional. Respecto a la reforma agraria, se buscaría reformular la política de distribución y organización de la propiedad de la tierra, además de acelerar el proceso de expropiación, asegurando especialmente a las comunidades indígenas tierras suficientes y asistencia técnica y crediticia. 




			En lo relativo a las tareas sociales, «preocupación preferente del gobierno popular», se proponía el desarrollo de una política de remuneraciones destinada a fijar cifras que efectivamente constituyeran sueldos vitales y salarios mínimos. Además, se unificaría, extendería y mejoraría el sistema de seguridad social y la entrega a los imponentes de la administración de las cajas de previsión. Se buscaría asegurar la atención médica y dental a todos los chilenos «financiada por el Estado, los patrones y las instituciones de previsión». Finalmente, en materia de vivienda, se proponía la eliminación del sistema de reajustes de los dividendos, limitando las cuotas o rentas de los adquirentes o arrendatarios a no más del diez por ciento del ingreso familiar, además de destinarse fondos suficientes «a fin de llevar a cabo un amplio plan de edificación de viviendas» para que cada familia «llegue a ser propietaria de una casa habitación». 




			En el orden cultural, los esfuerzos del gobierno popular estarían encaminados a establecer un sistema nacional de cultura popular que permitiría la incorporación de las masas a la actividad intelectual y artística. También se proponía un sistema educacional «democrático único y planificado» mediante la creación de una «escuela unificada (básica y media) en cada comuna rural, en cada barrio y en cada población» y poniendo en manos del Estado los establecimientos privados. Se contemplaba, además, la asignación por el Estado a las universidades de «recursos suficientes para asegurar el cumplimiento de sus funciones y su efectiva estatización y democratización». 




			En materia internacional, se afirmaría la independencia política y económica del país, lo que implicaría «denunciar la actual OEA» y «revisar, denunciar y desahuciar, según los casos, los tratados o convenios que signifiquen compromisos que limiten nuestra soberanía y concretamente los tratados de asistencia recíproca, los pactos de ayuda mutua y otros pactos que Chile ha suscrito con Estados Unidos». 




			Por su parte, el pacto de la Unidad Popular24 expresaba que esta surgía «como una alternativa de poder, la única verdaderamente capaz de resolver los problemas de las grandes mayorías nacionales», concretando así «la posibilidad cierta de constituir un gobierno que responda al clamor unitario que viene desde la base misma del pueblo». 




			Lo esencial del documento era la definición que contenía sobre «la forma o concepción de gobierno destinada a garantizar el cumplimiento de los postulados programáticos comunes». Textualmente señalaba: «Declaramos enfáticamente que el candidato y los partidos y movimientos que lo apoyan, harán un gobierno del pueblo —no de un hombre—, dirigiendo al país sobre bases de integración y colaboración de las colectividades políticas y las organizaciones sindicales y de masas, asumiendo cada cual su respectiva responsabilidad en los escalones correspondientes del Estado y en la conducción del país. El gobierno popular actuará de acuerdo con la mayoría nacional, será pluripartidista y las decisiones esenciales considerarán la opinión común de las fuerzas que lo generan e integran». 




			Para cumplir estos propósitos se estipulaba que «la elección del presidente de la República y de los partidos y movimientos será coordinada a través de un comité político integrado por todas estas fuerzas» y que «en cada nivel de trabajo y en las esferas decisivas de la administración estatal, estarán presentes todas las fuerzas que generen al gobierno popular, actuando conjuntamente entre sí y con las organizaciones sociales de los trabajadores y el pueblo interesadas en el área respectiva». 




			El tiempo demostraría que este pacto solo serviría para atar de manos al Ejecutivo, que pasaba a depender de las directivas de los diferentes partidos integrantes de la Unidad Popular. 




			Otros dos documentos se suscribieron enseguida entre los partidos de la Unidad Popular: un «Acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña» y un compromiso, que jamás se dio a la publicidad, sobre distribución de fuerzas en el futuro gobierno. 




			En el referido acuerdo se expresaba el propósito de «enfrentar la batalla electoral sobre la base de la plataforma establecida en el programa... e impulsando la lucha de la clase obrera y de las capas medias tras objetivos relacionados con sus necesidades y aspiraciones». Conforme a su texto, «la lucha de clases» debería «jugar un papel fundamental en la campaña» y «provocar el enfrentamiento ideológico y práctico con el gobierno y la Democracia Cristiana, con el imperialismo y la derecha». La campaña debería realizarse, bajo la dirección del Comando Político, por los Comités de Unidad Popular (CUP), órganos de campaña que se crearían en todo el país y que constituirían «expresiones gremiales de poder popular».25 




			Por su parte, el compromiso de distribución de fuerzas obligaba a quien fuera elegido candidato, así como a su partido, a expresar, en las notas de agradecimientos que enviaría a cada uno de los partidos y movimientos de la Unidad Popular, su adhesión al programa básico de gobierno, al pacto de la UP y al acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña, así como su compromiso de que en su gobierno estarían representadas todas las colectividades integrantes de la UP. 




			El candidato elegido y su partido se comprometían, además, a designar los ministros de acuerdo a las siguientes normas de proporcionalidad: «a) los partidos Comunista, Socialista y Radical deberán quedar en igualdad de condiciones; b) las colectividades que apoyan la candidatura del senador Rafael Tarud se tomarán para este efecto como un solo partido y tendrán, en conjunto, la misma representación que se contempla para cada partido de los citados en la letra anterior; y c) el MAPU tendrá la representación correspondiente a la colectividad más favorecida entre las que se aluden en la letra b». En otras palabras, el documento oficializaba la fórmula ministerial conocida como 3-3-3-2-2-1, es decir, tres ministros socialistas, tres comunistas, tres radicales, dos del MAPU, dos de una de las colectividades que apoyaba a Tarud y uno de la otra.26 




			Formalizados todos estos acuerdos, todavía quedaba pendiente la ardua tarea de elegir al candidato presidencial que los representaría. Las dificultades eran muchas y se debían tanto a temas doctrinarios como de procedimiento. 




			El Partido Socialista insistió en la nominación de Salvador Allende, aunque no descartó su eventual reemplazo por el senador Aniceto Rodríguez, secretario general de la colectividad. Sí fue claro en expresar su rechazo a apoyar a Rafael Tarud y a Alberto Baltra. El MAPU se mostró disponible a reemplazar a Jacques Chonchol por Rafael Agustín Gumucio y en reiteradas oportunidades manifestó que apoyaría a Allende, aunque prefería a Rodríguez, y que descartaba de plano dar su apoyo a Tarud o a Baltra. Por su parte, el Partido Radical, la Acción Popular Independiente y el Partido Social Demócrata se negaron a apoyar a alguien distinto a los ya nominados. Finalmente, el Partido Comunista señaló que apoyaría a aquel que lograra obtener los cuatro votos, y que ellos le darían el quinto. La nominación del candidato entró en un periodo de estancamiento debido a que Baltra y Tarud contaban con el apoyo del Partido Radical (PR), el Partido Social Demócrata (PSD) y la Acción Popular Independiente (API), es decir, tres votos; Neruda era apoyado por el Partido Comunista (PC), el Partido Socialista (PS) y el MAPU, también con tres votos; Allende obtenía solo dos votos, el de su partido y el del PC; y Chonchol contaba con el apoyo de su colectividad. 




			En estas circunstancias, el 31 de diciembre el MAPU retiró la candidatura de Chonchol a fin de facilitar un acuerdo. Pero el impasse se mantuvo y se tornó airado. A comienzos de 1970, el representante del PSD en el Comité Coordinador de la Unidad Popular, el diputado Juan Tuma, denunció públicamente «el cuadrillazo de socialistas y comunistas, que están haciendo un tongo», contrastando su actitud con la asumida por los radicales, «que han dado a los partidos marxistas una verdadera lección de decencia y rectitud».27 




			El PC sugirió el nombre del senador mapucista Rafael Agustín Gumucio como eventual candidato de unidad, lo que el PR rechazó terminantemente. Por su parte, el MAPU propuso el nombre del socialista Aniceto Rodríguez, lo que provocó la renuncia, dolida, de Salvador Allende. Su partido se la rechazó. El PC empezó a acusar de intransigencia «al PR y sus aliados», repudiando «la constitución de bloques dentro de la UP».28 Al cabo de dos semanas de total estancamiento, a mediodía del 19 de enero Baltra hizo pública una carta al presidente del PR por la que renunciaba indeclinablemente al alto honor que el radicalismo le había conferido «en la esperanza de que este gesto materialice la unidad».29 El mismo día 19, al anochecer, Neruda hizo otro tanto,30 con lo que el PC demostraba que quería al PR dentro de la UP, pero sin candidato. 




			La renuncia de Baltra provocó una crisis dentro del radicalismo. Su propio presidente, el diputado Carlos Morales, la había insinuado algún tiempo antes al declarar que «a su colectividad le será difícil controlar al electorado que habitualmente sufraga por el PR en caso de que no sea el senador Baltra el candidato presidencial de la UP».31 Alguien denunció que la renuncia de Baltra era consecuencia del «veto vejatorio dado por el PC al senador». La verdad es que el diputado Orlando Millas y la senadora Julieta Campusano habían informado personalmente al abanderado radical de un acuerdo del comité central del PC de no apoyar su postulación. Por otra parte, en el seno del PR había una fracción allendista, encabezada por Arcalaús Coronel, Mario Astorga y Patricio Valdés, que varias veces había propuesto proclamar al candidato del PS.32 




			Pero las renuncias de Baltra y Neruda no rompieron el empate, ahora limitado a Tarud y Allende, cada uno con tres votos: el primero, API, PSD y PR, y el segundo, PS, MAPU y PC. 




			El impasse parecía sin solución, hasta que el 22 de enero se realizaron dos reuniones paralelas en las oficinas de los senadores Rafael Tarud y Aniceto Rodríguez, separadas por escasos cuatro metros una de la otra. El dirigente radical Orlando Cantuarias hizo de intermediario entre ambas. Su resultado fue la renuncia de Tarud, quien aceptó ser generalísimo de la campaña de Allende, asumiendo la presidencia del comando de la Unidad Popular.33 




			Finalmente, se había impuesto el sentido común. No había duda de que Salvador Allende era la mejor carta que tenía la izquierda, especialmente tras la campaña del 64. Sin embargo, su nominación no había sido el resultado de un acto de amistad, sino el producto de una discutida negociación entre dos partidos que luchaban por su primacía dentro de la izquierda chilena. Uno había logrado que el representante de la Unidad Popular para las elecciones presidenciales de 1970 fuese un militante histórico de sus filas. El Partido Comunista, por su parte, había sacado adelante su proyecto intransable de Unidad Popular. Los dos habían obtenido lo que querían y en cierto modo, estaban en igualdad de condiciones para imponer cada uno su estrategia para construir el socialismo en Chile. 




			 




			2. LA CAMPAÑA ELECTORAL 




			 




			La campaña presidencial de 1970 fue dura, apasionada y no exenta de violencia. Más que en los programas que cada candidato ofrecía al país, la discusión se centró en lo que cada cual representaba, con los consiguientes enjuiciamientos recíprocos y airadas recriminaciones. 




			La candidatura de Jorge Alessandri enarboló las banderas de «la independencia contra la politiquería», «la autoridad frente al desorden» y «la austeridad frente al despilfarro y la demagogia». 




			Sobre estas bases, centró su ataque en el gobierno democratacristiano, presentándolo como la máxima expresión de dichos vicios, ante los cuales se alzaba como única esperanza de salvación nacional la integérrima personalidad de «don Jorge», símbolo mítico de las virtudes contrapuestas. 




			Sin hacer un examen objetivo de lo realizado por el gobierno del presidente Frei, y no percibiendo que el país se encontraba ante una encrucijada decisiva de nuestra historia que importaba el desafío de compatibilizar el desarrollo económico con el desarrollo social y perfeccionar el régimen democrático, la crítica del alessandrismo se volcó sobre algunas de las manifestaciones externas de la vida nacional en los últimos años de ese periodo: la efervescencia social propia de un proceso de cambios, el debilitamiento del derecho de propiedad, la creciente intervención estatal en lo económico, la influencia gubernativa del PDC, etc. Alessandri, en nombre de la experiencia, defendía a la empresa privada y fustigaba irónicamente el intento de hacer desarrollo social sin previo desarrollo económico, acusando a la DC y a la izquierda de vivir al margen de la realidad. 




			El otro gran caballo de batalla de la derecha fue el anticomunismo, pero este nunca fue esgrimido por el propio candidato y rara vez por los dirigentes de su campaña. Para ello se montó, separadamente, una prolífica máquina de propaganda destinada a explotar psicológicamente el temor al peligro comunista, tipo soviético, que entrañaba la llegada al gobierno de la Unidad Popular. 




			La candidatura de Salvador Allende definió su proyecto como una revolución con «vino tinto y empanadas», alejándose de modelos foráneos, y procuró, imprimiéndole un carácter épico a través del «venceremos», identificarse como la candidatura «del pueblo» y contraponer su proyecto de construcción de una «nueva sociedad» al «reformismo» de la Democracia Cristiana, sobre cuyo gobierno centró sus más fuertes ataques. 




			Para los voceros del allendismo, todos los problemas sociales y económicos que afligían a los trabajadores y a los sectores medios del país, especialmente las alzas del costo de vida, y todas sus aspiraciones no satisfechas, eran la prueba del fracaso de la revolución en libertad, que atribuían a la «ambigüedad» e «indefinición» del PDC y a sus supuestos compromisos con el imperialismo, los monopolios y la oligarquía. 




			Poniendo en práctica el «Acuerdo sobre conducción y estilo de la campaña» que implicaba impulsar «la lucha de la clase obrera y de las capas medias tras objetivos relacionados con sus necesidades y aspiraciones», los partidos de la UP utilizaron toda su influencia en el ámbito sindical y en otros sectores sociales para impulsar y activar cuanto conflicto pudiera servir para destacar problemas, provocar convulsión social, poner en jaque al gobierno y desprestigiarlo. Fue así como, en la etapa preelectoral, el país se vio agitado por múltiples reivindicaciones gremiales, desórdenes estudiantiles, ocupaciones de terrenos y actos de violencia que crearon un clima general de intranquilidad. La Central Única de Trabajadores (CUT), controlada por comunistas y socialistas, decretó un paro nacional que, si bien terminó en fracaso, sirvió para avivar el descontento y multiplicar las quejas contra el gobierno. Y las actuaciones del Cuerpo de Carabineros para mantener el orden dieron pábulo a la propaganda allendista para calificar al régimen de «represivo» y para acusar de «asesinos» al presidente Frei, a algunos de sus ministros y aun al mismo Tomic. 




			Las otras bases en que se afirmó la campaña de Allende fueron la propaganda de «las primeras cuarenta medidas del gobierno popular», el rechazo tajante a la derecha y la denuncia de «la campaña del terror». 




			Las «cuarenta medidas» eran una enunciación demagógica de soluciones simplistas capaces de satisfacer las más apremiantes aspiraciones y preocupaciones populares, que se presentaban como las tareas primordiales que el nuevo gobierno abordaría tan pronto se instalara. 




			Frente a la postulación de Alessandri, la actitud de la Unidad Popular fue de un rechazo total, entre despreciativo y grosero. Mientras el propio Allende y sus personeros oficiales la caracterizaban como expresión de intereses minoritarios y de criterios anticuados que representaban un retroceso histórico inconcebible, algunos órganos de publicidad vinculados al allendismo, especialmente los diarios Clarín y Puro Chile, disparaban contra el señor Alessandri y sus partidarios con insultos personales bajos y soeces. 




			Y para ponerse a cubierto de los argumentos que en su contra derivaban de su filiación marxista-leninista y de sus conexiones y simpatías internacionales, Allende y la Unidad Popular optaron por manifestarse ofendidos y denunciar, airados, lo que llamaron «campaña del terror». Cualquier alusión al carácter totalitario del comunismo, referencia a la Unión Soviética, a Cuba o a las «democracias populares» o mención de lo sucedido en Hungría o Checoslovaquia era de antemano descalificada. 




			La campaña de Radomiro Tomic, por su parte, se hizo en torno a tres objetivos fundamentales. El primero era plantear la incapacidad de las estructuras capitalistas, de base social minoritaria, para encauzar en nuestro tiempo el desarrollo de las naciones del tercer mundo y la voluntad de sustituir en Chile esas estructuras por un nuevo orden social, fundado en la participación organizada del pueblo y la primacía del trabajo, a fin de lograr el desarrollo y la plena independencia de nuestro país. El segundo consistía en denunciar a la derecha, sus privilegios, su egoísmo y su ceguera, como la gran responsable de la manutención de un régimen económico-social injusto y agotado. Y el tercero era la defensa del gobierno del presidente Frei y sus realizaciones. 




			Tomic puso especial énfasis en reavivar la fe de los chilenos en las, a su juicio, enormes posibilidades de desarrollo de nuestra patria y en la necesidad ineludible, para alcanzarlo, de un gran esfuerzo popular de trabajo y disciplina sobre bases de justicia y solidaridad. Sin abandonar jamás su convicción de que solo la unidad del pueblo podría asegurar la base mayoritaria indispensable para hacer posible y fecundo dicho esfuerzo, cuidó especialmente de mantener serenidad ante los ataques de la izquierda y evitar, en lo posible, la acritud en la polémica con ella. Fue, en cambio, tajante e implacable en sus ataques a la derecha. 




			De lo dicho queda claro que la campaña electoral se dio simultáneamente en dos planos paralelos: el que podríamos llamar del «proyecto histórico de Chile» que presentaban los candidatos y el de la política contingente. 




			Los proyectos de nueva sociedad que proponían Tomic y Allende a los chilenos —este bajo el nombre de «socialismo democrático» y aquel como «socialismo comunitario»— tenían muchas analogías y en varios aspectos coincidían. En este plano, era abismal el contraste de ambos con la postulación de Alessandri, que en verdad no proponía proyecto alguno, salvo hacer confianza en el pragmatismo realista y experimentado del candidato. 




			En cambio, en el plano contingente, las candidaturas de Allende y Alessandri coincidían, si bien desde ángulos opuestos y por razones diversas, en su implacable condena al gobierno de la Democracia Cristiana y en presentar a esta como «indefinida». Y aunque esos ataques fueron contestados, no puede decirse que se revelara en la campaña una plena identificación entre la candidatura de Tomic y el gobierno al que aspiraba continuar, sino más bien cierto énfasis en diferenciarse, no aprovechando suficientemente el reconocimiento de grandes sectores de chilenos por los beneficios que les había significado el gobierno de Frei. De este modo, Allende y Alessandri, al desprestigiar al gobierno democratacristiano, debilitaron la base electoral de Tomic y cosecharon el apoyo de los descontentos o insatisfechos. 




			Alessandristas y allendistas se empeñaron también en crear la sensación pública de que la lucha se circunscribía a sus candidatos y que Tomic no tenía otra chance que ser tercero. Esa polarización convenía tanto a Allende como a Alessandri, puesto que ambos disputaban electorados distintos en los cuales su competencia era con Tomic. Salvo excepciones intrascendentes, ni Allende podía esperar votos de la gente de derecha, ni Alessandri de la izquierda; por el contrario, Allende representaba el terror para la derecha y Alessandri, la antítesis de la izquierda. Tomic y la DC, en cambio, podían significar una alternativa viable para los sectores más progresistas y clarividentes de la derecha o, en el peor de los casos, un «mal menor», y también un camino posible para mucho izquierdista reacio a las tendencias totalitarias de los partidos marxistas. Al negar a Tomic posibilidades y pregonar que votar por él era «perder el voto», las campañas de Alessandri y Allende defendían sus propios electorados y, en el caso de la derecha, además, influía a los electores independientes de centro, vacilantes entre Tomic y Alessandri, para inclinarlos a favor de este último. 




			Esta situación cambió con motivo de la primera presentación del candidato derechista en las pantallas de la televisión nacional. Seis años de publicidad en torno a su persona lo habían convertido en un mito que se desvaneció frente a las cámaras, lo que provocó desaliento y confusión entre sus partidarios. 




			En ese momento, un gesto de apertura de la candidatura democratacristiana hacia los sectores moderados podría haber generado un vuelco en la campaña. En la comisión política del comando electoral de Tomic, el diputado Luis Maira y el presidente de la Juventud Demócrata Cristiana (JDC), Pedro Felipe Ramírez, propusieron un gesto de esa especie. Otros miembros de esa comisión que estábamos presentes, como Jaime Castillo, Enrique Krauss y yo mismo, éramos de igual parecer. Pero Tomic rechazó esa proposición en forma categórica, llegando hasta sugerir su reemplazo por otro candidato si se optaba por un esquema en que él no creía. Insistió en que su lucha estaba en la izquierda, ya que Alessandri, según él, no tenía chance alguna de ganar las elecciones. 




			Signo característico de la campaña fue el lenguaje agresivo y violento. En toda contienda electoral la polémica adquiere vehemencia y ocasiona enjuiciamientos condenatorios y a veces ofensivos entre los contradictores, pero en la campaña del 70 las tintas se cargaron desde el comienzo con inusitado apasionamiento. 




			Como se dijo, el principal blanco fueron el PDC y su candidato. Las acusaciones de «prepotencia», «fascismo», «deshonestidad» y «subordinación al imperialismo» o «sometimiento a intereses foráneos» que desde la derecha y la izquierda se hicieron, suscitaban en sus adherentes la justa indignación que al difamado provocan las injurias. 




			A lo anterior se agregaban las barreras de incomprensión, menosprecio y enconos que venían desde antiguo entre la derecha y la izquierda, constantemente alimentadas por la lucha de clases y exacerbadas por los ultras de uno y otro lado. En lo que fue una verdadera «campaña del terror», la derecha procuró impactar psicológicamente a los sectores medios, especialmente a mujeres y jóvenes, respecto del peligro que, para valores tan fundamentales como la familia, la nacionalidad, la educación y la justicia, significaría el eventual triunfo de Allende. 




			La denuncia por parte de la izquierda de los métodos publicitarios sensacionalistas a través de los cuales se realizaba esa campaña y la divulgación de una supuesta encuesta favorable a Alessandri que se presentó como verificada por una institución internacional dependiente del Mercado Común Europeo, dio origen a que la Cámara de Diputados acordara una investigación sobre estas materias y designara para el efecto una comisión especial que presidió el diputado democratacristiano Bernardo Leighton. 




			Respecto de la «campaña del terror», la investigación estableció que ella emanaba de dos instituciones denominadas Chile Joven y Acción Mujeres de Chile, cuya publicidad se realizaba principalmente a través de la agencia de noticias Andalién Ltda., una de las que tenían a su cargo la propaganda de la candidatura de Alessandri. Nada logró comprobarse sobre el origen de los fondos empleados en esa campaña.34 Años más tarde, el informe del Senado norteamericano sobre las acciones encubiertas en Chile entre 1963 y 1973 demostraría que dicha campaña, lo mismo que la análoga realizada con anterioridad a la elección presidencial de 1964, fue financiada desde Estados Unidos por la CIA, que colocaba su propaganda anticomunista y de descrédito contra la Unidad Popular «mediante el subsidio a grupos derechistas de mujeres y de acción cívica».35 




			En cuanto a la encuesta electoral que los periodistas alessandristas Saverio Sprovera y Rafael Otero anunciaron a través de Radio Corporación como organizada por un organismo especializado denominado European Institute System, se comprobó que venía de un télex despachado por el propio Sprovera desde Santiago y vuelto horas después por el cable, y que el instituto europeo al que se atribuía su paternidad ni siquiera existía.36 




			El empleo de esta clase de armas en la campaña electoral llegó a configurar entre la derecha, la izquierda y la DC un generalizado clima de desconfianzas, antipatías y malquerencias recíprocas, que invadió casi todos los ámbitos de la vida nacional. 




			Para mucha gente de derecha, los políticos de izquierda eran todos ambiciosos, resentidos, demagogos y, consciente o inconscientemente, instrumentos del comunismo internacional. Análoga, cuando no peor apreciación, le merecían no pocos democratacristianos. 




			Para mucha gente de izquierda, los políticos de derecha y gran parte de los democratacristianos eran meros agentes de intereses privados nacionales o extranjeros. 




			Los democratacristianos teníamos claro que la candidatura de Alessandri servía a los intereses de la derecha política y económica. Por su parte, la de Salvador Allende estaba estructurada sobre una plataforma que incluía fuerzas contradictorias, con principios diferentes y estrategias antagónicas, donde convivían al menos dos almas perfectamente delimitadas: la marxista y la socialista democrática. Durante la campaña planteamos reiteradamente que, de triunfar Allende, su mayor dificultad sería justamente lidiar con esta «doble alma», advirtiendo que, si predominaba la tendencia marxista, habría, sin duda, una cierta amenaza contra la libertad de Chile.37 




			A poco de iniciarse, la campaña fue caracterizándose por una desacostumbrada reciedumbre. En un ambiente como el descrito, los planteamientos para motivar a los electores debían ser tajantes y golpear al adversario. Tal vez por eso en los discursos del candidato derechista abundaban con frecuencia adjetivos como «demagogos», «politiqueros», «advenedizos», «miserables», «zánganos», «manga de langostas», «ociosos», «mentecatos» y otros semejantes, que arrancaban los mejores aplausos a sus entusiastas auditores. Y en las manifestaciones de cada postulación, sus partidarios vaciaban sus odiosos sentimientos respecto de los contendores con consignas y gritos que se fueron haciendo cada vez más ofensivos y procaces. 




			De la violencia verbal, algunos pasaron a la física. En varios lugares del país, partidarios de la UP declararon «territorio allendista» determinados barrios o poblaciones, impidiendo y destruyendo toda propaganda de los otros candidatos. Las municipalidades de Lota, Coronel y Antofagasta, con mayoría comunista, declararon persona non grata a Alessandri e intentaron impedir físicamente su ingreso a esas comunas. Algo parecido ocurrió en algunos minerales del cobre. En Linares, Chillán, Los Ángeles, Rancagua y Talcahuano se decretaron paros de trabajadores el día de su proclamación y fue objeto de violentas contramanifestaciones, provocándose incidentes en los que hubo heridos y destrozos. 




			Por otra parte, en algunos puntos del país, especialmente agrícolas, sectores derechistas adoptaron actitudes de abierta resistencia y desafío a la autoridad. Ya desde 1967 venían preconizando posiciones de fuerza y actuaciones matonescas y algún dirigente del sector empresarial agrícola había llegado hasta a expresar públicamente: «Parece que suena el llamado a las armas y que puede correr sangre por los campos de Chile».38 Así llegó a ocurrir en abril de 1970, cuando el jefe provincial de la Corporación de Reforma Agraria de Linares, el ingeniero agrónomo Hernán Mery, de filiación política democratacristiana, fue asesinado en el momento en que tomaba posesión de un fundo expropiado perteneciente a un hermano del alcalde de la comuna de Longaví, Alejandro Benavente, dirigente del Partido Nacional. 




			Mención aparte merece la actuación del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), pequeño pero activo grupo de ultraizquierda, cuyos dirigentes pertenecían a la alta burguesía y eran partidarios de una política militar que la UP no tenía. Propulsores de la «vía armada» como único camino para instaurar el socialismo, desde 1967 venían realizando diferentes acciones de violencia, principalmente asaltos a bancos, un secuestro y algunos otros actos terroristas, con un saldo de varios heridos. Sus dirigentes máximos, prófugos de la justicia, actuaban clandestinamente. 




			Para el MIR, la vía institucional era una traición a los intereses del pueblo y la vía electoral, una trampa de la burguesía para «afirmar la institucionalidad» y «domesticar a las masas». Si bien aceptó la proclamación de Allende como candidato de la UP, lo hizo con recelo, pues estimaba que el peso de la izquierda reformista en el futuro gobierno «no significaría que los trabajadores conquistasen el poder o que los problemas de estos estén resueltos»; ello solo ocurriría cuando se tomaran las fábricas, los campos, cuando ejercieran efectivamente el poder. 




			Pero, frente a las candidaturas de Tomic y Alessandri, que «representaban a los patrones de fundos y fábricas», y sobre todo considerando el hecho de que ambas se presentaban divididas, lo que posibilitaba una mayoría electoral para la Unidad Popular, el MIR optó por entregar su apoyo a Allende, que sí representaba los intereses del pueblo y bajo cuyo gobierno sería posible retomar sus ideales de lucha armada.39 




			Contrario a lo que calificaba como «concepciones electoralistas», el MIR no se comprometió en el trabajo propiamente electoral, pero sí colaboró en la campaña de Allende participando activamente en acciones de movilización de masas para incentivar la lucha de clases a través de promesas reivindicacionistas y, a partir de junio de 1970, tras al asalto a la Armería Italiana donde sustrajo armas y municiones, decidió suspender por un tiempo la ejecución de toda acción de violencia que pudiera repercutir en la opinión nacional contra la postulación de Allende. 




			Los resultados de las elecciones parlamentarias de 1969 hacían prever, fundamentalmente, que ninguno de los tres aspirantes obtendría mayoría absoluta en los comicios presidenciales. De atenerse a ese índice, los sectores partidarios de Allende representaban cerca del cuarenta por ciento del electorado; los partidarios de Tomic, alrededor del treinta por ciento; y los de Alessandri, entre el veinte y el veinticinco por ciento. 




			Estos datos no preocupaban a los estrategas del alessandrismo, que iniciaron su campaña decididos a «quebrar la voz de las cifras». Aseguraban contar de partida con un millón de votos y su meta era superar el millón y medio, con lo cual creían alcanzar la mayoría absoluta de electores que su candidato requería. 




			La opinión general era, sin embargo, que en esta oportunidad sería el Congreso Nacional quien debería decidir la contienda. La Constitución Política preceptuaba, en efecto, que si en la elección de presidente de la República ningún candidato obtenía más de la mitad de los sufragios válidamente emitidos, el Congreso Pleno —constituido por ambas Cámaras reunidas— debería elegir entre los postulantes que hubieren alcanzado las dos más altas mayorías relativas. 




			Desde la vigencia de este texto constitucional, el procedimiento se había aplicado en tres oportunidades: la elección de Gabriel González en 1946, la de Carlos Ibáñez en 1952 y la de Jorge Alessandri en 1958. En las tres ocasiones, el Congreso eligió a quien había obtenido la primera mayoría relativa. 




			La conveniencia de que el elegido representase realmente la voluntad mayoritaria del pueblo, que podría no ser exactamente reflejada por la decisión de un Congreso generado con antelación, y la precaución de evitar los trastornos políticos que podría acarrear la elección por el Congreso, especialmente si recaía en el candidato que había obtenido la segunda mayoría relativa, motivaron a los senadores Rafael Agustín Gumucio y Alberto Jerez, ambos del MAPU, a presentar en enero de 1970 un proyecto de reforma constitucional para establecer «la segunda vuelta», es decir, que en estos casos fuera el propio pueblo, en una nueva elección, quien eligiera al presidente de la República entre los dos candidatos que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. 




			Para que la reforma propuesta entrara en vigencia antes de la elección de septiembre, requería ser despachada con rapidez. El PDC, el PSD y el PC expresaron de inmediato su respaldo. Este último, sin embargo, subordinó su posición definitiva al acuerdo de las otras colectividades de la UP. Pero el PS y el PR terminaron rechazándola por inoportuna y lo mismo hizo el PN, con lo que la iniciativa concluyó abortada. 




			Para el candidato Alessandri, dicho proyecto era «una farsa más de la politiquería que nos agobia».40 Sus adláteres lo habían convencido de un triunfo abrumador. Su única preocupación era que, en el caso de no alcanzar la mayoría absoluta, sus adversarios se pusieran de acuerdo para elegir al segundo. Si en ese evento la elección correspondiera al pueblo, ¿quién podría prever lo que ocurriría? En cambio, mientras la hiciera el Congreso, podría invocarse como «regla de la tradición democrática chilena», establecida por los precedentes, que lo único correcto era la ratificación del primero. 




			Es lo que quiso asegurar El Mercurio, principal sostenedor de la candidatura derechista, cuando en mayo de 1970 entrevistó al comandante en Jefe del Ejército, general René Schneider, para preguntarle cuál sería la actitud de las Fuerzas Armadas en el caso de que, llamado a decidir el Congreso Nacional, sobreviniera alguna convulsión interna. La respuesta fue clara: «Vamos a llegar a la elección manteniendo nuestra tradición de pleno respeto a las decisiones del gobierno constitucional de la República, vamos a garantizar la normalidad del proceso eleccionario y a dar seguridad de que asuma el poder ejecutivo el que sea elegido». Y agregó: «Si se producen hechos anormales, nuestra obligación es evitar que ellos impidan que se cumpla lo que indica la Constitución. El Ejército va a garantizar el veredicto constitucional». Como el periodista insistiera en precisar la actitud del Ejército en caso de que el Congreso eligiera al candidato que obtuviere la segunda mayoría relativa, el general Schneider contestó: «Insisto en que nuestra doctrina y misión es de respaldo y respeto a la Constitución Política del Estado. De acuerdo a ella, el Congreso es dueño y soberano en el caso mencionado y es misión nuestra hacer que sea respetado en su decisión».41 




			Era, sin duda, la única respuesta que podía lógicamente esperarse del comandante en Jefe del Ejército, como el propio medio periodístico reconoció en su editorial del día siguiente. Pero ello no fue obstáculo para que se desatara una campaña en los sectores de derecha, encabezados por el Partido Democracia Radical y su presidente, senador Julio Durán, de la que el mismo diario se hizo eco, censurando la conducta del general Schneider como «indebida intromisión en el acto eleccionario» y suponiéndole concomitancias con el gobierno e intenciones partidistas.42 




			Fracasado el intento de comprometer a las Fuerzas Armadas en la imposición, contra el texto constitucional, de la obligatoriedad para el Congreso de elegir la primera mayoría relativa, la candidatura derechista recurrió a un último arbitrio con el mismo fin: hacer un emplazamiento público a las candidaturas de Allende y Tomic para que aceptaran el veredicto de las urnas y confirmaran en el Congreso Pleno al candidato que obtuviere la primera mayoría. El llamado se publicitó profusamente a fines de julio de 1970, lo mismo que la posición de Alessandri a su respecto. En carta abierta al senador Julio Durán del 24 de ese mes, el candidato derechista expresaba enfáticamente: «He manifestado en forma pública que yo no aceptaría ser designado presidente de la República si no obtuviere la primera mayoría en las urnas. Con el objeto de contribuir a la paz y a la concordia que debe existir entre todos los chilenos, reitero que acepto públicamente, desde ya, que se proclame al candidato que obtenga la primera mayoría en las urnas».43 




			Como las respuestas de Allende y Tomic fueran negativas, la propaganda de Alessandri exhibió ese hecho como «la más auténtica seguridad de su victoria».44 




			En contraste con el aire triunfalista de las candidaturas de Allende y Alessandri, la nuestra estuvo más bien centrada en estimular la participación popular y proyectar un mensaje a cuatro sectores claramente delimitados: campesinos, pobladores, mujeres y juventudes. Tratamos de mantenernos al margen de la estrategia de los candidatos de oposición que, como se ha señalado, centraron sus ataques en la gestión del gobierno y en la figura de Frei, intentando destruir la imagen pública del partido, sus autoridades y su candidato. 




			 




			3. EL RESULTADO ELECTORAL Y SUS REPERCUSIONES INMEDIATAS 




			 




			A pesar del clima de tensión que había caracterizado la campaña electoral, los comicios presidenciales se realizaron con absoluta corrección, orden y tranquilidad. La misma noche del 4 de septiembre el Ministerio del Interior informó oficialmente al país de los resultados: Allende había obtenido la primera mayoría, con 1070334 votos; Alessandri le seguía de cerca, con 1031159; y Tomic quedaba tercero con 821801 sufragios. 




			El secretario general del PC Luis Corvalán, con bastante razón, declaraba: «Hemos obtenido un triunfo verdaderamente histórico» y el líder del PS Aniceto Rodríguez anunciaba que «defenderemos el triunfo popular».45 Mientras enfervorizados grupos militantes de la Unidad Popular salían a la calle a exteriorizar su alegría por el triunfo —que proclamaban definitivo—, una ola de temor y desconcierto se apoderó de gran parte del país. 




			Aunque desde los balcones de la FECH (Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile) Allende declaró que «respetaría los derechos de todos los chilenos»,46 para muchos, la amenaza de una dictadura comunista parecía inminente, mientras que para otros (los adherentes a Allende) la posibilidad de que su victoria fuera desconocida los inquietaba. Y no faltaron quienes vieron flotar sobre el país el fantasma de una guerra civil, el mismo que acompañaría a todo el gobierno de la Unidad Popular y que fue utilizado tanto por sectores de derecha como de izquierda. 




			Traumatizados por una derrota que nunca imaginaron, la primera reacción que tuvieron los sectores de derecha fue la de ponerse a salvo. Sentían que llegaba el comunismo a Chile y que con él se iba a terminar la propiedad privada. Algunos salieron del país o se prepararon para hacerlo. Muchos sacaron su dinero de los bancos y de las asociaciones de ahorro y préstamo. Pero, pasado el primer momento de estupor y atontamiento, sus dirigentes discurrieron buscar un acuerdo con la Democracia Cristiana para el Congreso Pleno, entenderse con Allende y hasta golpear las puertas de los cuarteles. 




			«El proceso electoral no ha terminado», declaró enfáticamente Enrique Ortúzar, secretario general del comando alessandrista, y llamó «a las fuerzas democráticas, a sus representantes y a los hombres y mujeres libres de Chile a unirse para defender, dentro del orden y el respeto a la ley, el derecho que la Constitución Política les otorga para designar al presidente de la nación»47, olvidando lo que el propio Alessandri había afirmado en su carta pública a Julio Durán respecto a que no aceptaría ser designado presidente de la República si no obtenía la primera mayoría. 




			El entonces jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, el general Carlos Prats, recuerda en sus Memorias haber recibido diversas visitas de representantes de la derecha política, de militares en retiro e incluso de un democratacristiano al que apodaban «el alemán», para manifestarle su inquietud frente al dilema que tenía que enfrentar el Congreso Pleno y conocer la actitud de las Fuerzas Armadas respecto a la «grave coyuntura en que estaba el país». Muchos le preguntaron si estas estaban «dispuestas salvar al país» y le advirtieron sobre la «intransigencia» de Schneider y la posibilidad de que él asumiera el alto mando en su reemplazo. 




			Dentro de la institución castrense también se registraron hechos preocupantes, entre ellos, reuniones clandestinas de oficiales del Ejército en Temuco y Lautaro que llevaron al general René Schneider a iniciar una investigación. A juicio de la más alta autoridad militar, se comenzaban «a manifestar dos tendencias sediciosas: una accionada por políticos que tratan de presionar a los mandos regulares para que las Fuerzas Armadas se tomen el poder, y otra, de políticos de extrema derecha que directamente mueven a Viaux para que encabece un golpe».48 




			La Unidad Popular, por su parte, declaró como inamovible el triunfo de Allende, a quien daba el trato, aún prematuro, de presidente electo. Denunció los signos de retracción económica como fruto del sabotaje y la sedición y llamó a sus comités de base (CUP) a defender la victoria del pueblo. 




			El PDC, en declaración del mismo 4 de septiembre, reconoció oficialmente «la primera mayoría relativa» obtenida por Allende, a quien Radomiro Tomic visitó en su casa al día siguiente para felicitarlo. Golpeados y entristecidos por la derrota, la mayoría de los democratacristianos nos sentíamos en parte consolados por el hecho de que el ganador fuera Allende y no Alessandri; la izquierda en vez de la derecha. Pero esa complacencia, que algunos exteriorizaron, era turbada, más que por la pérdida del poder, por la gran preocupación que experimentábamos con respecto a la suerte de las libertades públicas en un futuro gobierno con importante influencia del Partido Comunista y de sectores ultras del Partido Socialista, cuya imagen neutralizaba la confianza que el propio Allende nos pudiera inspirar. 




			El 9 de septiembre, Jorge Alessandri dio a la publicidad una insólita declaración en cuyo acápite fundamental expresaba: «En el caso de ser elegido por el Congreso Pleno, renunciaría al cargo, lo que daría lugar a una nueva elección. Anticipo, desde luego, en forma categórica, que en ella yo no participaría por motivo alguno».49 Con este paso se trataba de tentar a la DC: elegido Alessandri en el Congreso Pleno y formalizada de inmediato su renuncia, la derecha no llevaría candidato en los nuevos comicios y apoyaría la elección de un democratacristiano.50 El senador del Partido Nacional Francisco Bulnes visitó al presidente Frei para proponérselo, sugiriéndole que él podría ser el candidato, pues ya no se trataría de una reelección. Oí comentarios sobre esto. Incluso al propio Raúl Troncoso, uno de los camaradas que mayor cercanía tenía con Frei, le escuché decir que este le había contestado a Bulnes que el partido no apoyaría esta idea. 




			El PDC descartó el «gambito» como una maniobra que importaba una burla inmoral y peligrosa a los preceptos constitucionales que regían la elección presidencial. Aceptarla habría significado notificar a la izquierda que las normas del juego democrático no regían cuando pudieran serle favorables, empujándola a escoger el camino de la violencia como único medio de tener acceso al poder. 




			Entretanto, la incertidumbre y el temor se reflejaron dramáticamente en la vida económica del país. El primer día de funcionamiento de la Bolsa de Comercio después de la elección, los valores bajaron en casi veintidós por ciento, tendencia que continuó los días siguientes. Depositantes y ahorrantes se precipitaron a retirar sus recursos para mantenerlos en forma de dinero en efectivo. Hasta mediados de mes, el nivel de depósitos de los bancos cayó en alrededor de novecientos veinte millones de escudos, y el de las asociaciones de ahorro y préstamo, en casi trescientos cuarenta millones. La demanda de bienes durables bajó a menos de la mitad, con la consiguiente reducción del ritmo productivo de la industria nacional. La inversión del sector privado y el ingreso de capitales al país se paralizaron. 




			Allende y la UP denunciaron estos hechos como maniobras de «elementos vinculados a ciertos círculos financieros de extrema derecha» con el fin de «promover un ambiente de perturbación en las actividades bancarias y en el conjunto de la economía del país». Al mismo tiempo, procuraron tranquilizar a los sectores medios, asegurándoles que «nada pueden temer quienes con el fruto de su trabajo han llegado a tener casa propia, automóvil, depósitos de ahorro, acciones de las que derivan una renta razonable».51 




			Para la UP, como lo dijo Allende en la concentración pública que sus partidarios realizaron en Santiago el domingo 13 de septiembre, se trataba de una situación artificial creada deliberadamente como «parte de la estrategia política de la reacción» de «pequeños grupos financieros, de monopolistas y de capitalistas extranjeros», que pretendían «crear el caos económico». En esa oportunidad, Allende denunció «despidos arbitrarios en algunas industrias, amenazas de paralización» e instruyó a los «compañeros de comités de la Unidad Popular: vayan ustedes a hablar con los gerentes y directivos de las industrias en que trabajan. Díganles auténticamente lo que es el programa de la Unidad Popular, señalen la responsabilidad que ustedes tienen; díganles que nosotros deseamos que todas las industrias trabajen, pero advirtiéndoles que, en nombre mío, si se paralizan artificialmente, las van a tomar ustedes y las van a hacer producir ustedes».52 




			Cualquiera que fuera el fundamento de estas acusaciones, es obvio que el deterioro económico de esos días fue una consecuencia prácticamente inevitable del clima psicológico que la campaña electoral había creado y del propio programa de la UP. Si este contemplaba el inmediato término de los reajustes en las cuotas de pago del precio de las viviendas, era ilógico suponer que los depositantes en el sistema de ahorro y préstamo no temieran por la suerte de sus ahorros. Si dicho programa anunciaba la nacionalización de los bancos y de las principales industrias y la extensión de la reforma agraria a todo predio superior a la cabida máxima, incluyendo la expropiación con pago diferido de sus inventarios, no podía razonablemente esperarse que los eventuales afectados, temerosos, no trataran de ponerse a cubierto de lo que les parecía una amenaza de ruina. 




			El vuelco que los resultados de las elecciones produjeron en el comportamiento de la economía nacional significó un gravísimo problema que el gobierno en funciones debió encarar. A fin de evitar que el retiro de depósitos acarreara la quiebra de los bancos y de las asociaciones de ahorro y préstamo, fue necesario que el Banco Central los proveyera de recursos en cantidades varias veces superiores a lo normal, aumentando violentamente la emisión y haciendo andar a toda máquina la fabricación de billetes por la Casa de Moneda, pero cuidando al mismo tiempo de evitar que el proceso inflacionario adquiriera un ritmo incontrolable. Paralelamente, los ingresos tributarios disminuyeron, afectando seriamente al financiamiento previsto para los gastos del Estado. 




			Para encarar estos problemas, el equipo económico del gobierno mantuvo informado a personeros de los candidatos Allende y Alessandri y recibió del primero las sugerencias que le hizo llegar a través de su delegado Pedro Vuskovic. El 23 de septiembre el ministro de Hacienda, Andrés Zaldívar, hizo una exposición al país por cadena de radio y televisión a fin de informar a la opinión pública sobre la situación económica producida, las medidas adoptadas por el gobierno y el alcance y las consecuencias de la repentina crisis por la que Chile atravesaba. La UP tildó esta exposición de «alarmista» y personeros suyos la denunciaron como un acto del gobierno destinado a «profundizar y agravar la situación existente», cuyo resultado habría sido «aumentar la desconfianza y ayudar al caos económico».53 Lo cierto es que el ministro Zaldívar se limitó a cumplir con su deber de proporcionar al país una información objetiva, indispensable para deslindar las responsabilidades del gobierno del presidente Frei en un deterioro económico proveniente de hechos enteramente ajenos a sus decisiones.54 




			Como lo dijo la Conferencia Episcopal de Chile en una declaración emitida el 24 de septiembre, el país vivía «horas tensas. De júbilo y esperanza para unos, de temor y de angustias para otros». Los obispos, como «pastores de los unos y de los otros», llamaron a todos a «buscar, junto con los demás, una solución justa, original y creativa a la problemática chilena», a «quitar de nosotros todo odio, todo rencor» y a actuar «siempre al servicio de la verdad, de la justicia, con el pueblo, con la familia, con la juventud y con todas las fuerzas vivas de la patria, siempre con comprensión, con bondad para todos e inteligente vigilancia como enseña el Evangelio».55 




			En ese mensaje, la Iglesia recordó que «el pueblo chileno quiere continuar en el régimen y estilo de libertad por el cual viene luchando desde hace ciento sesenta años. Quiere que se mantenga y se defienda lo ya conquistado: el derecho a pensar, a difundir a otros sus ideales, a organizarse, pero al mismo tiempo que se amplíe y se perfeccione esa libertad. Que llegue a ser igual y plena para todos, sin discriminaciones, con iguales oportunidades, adecuada a la dignidad y a la creatividad del hombre».56 




			Ese era, en verdad, el gran desafío para Chile en la encrucijada, difícil y oscurecida por las pasiones, que vivíamos en esos días. 




			 




			4. EL ESTATUTO CONSTITUCIONAL DE GARANTÍAS DEMOCRÁTICAS 




			 




			Los resultados de las urnas pusieron sobre el PDC la responsabilidad de la elección del nuevo presidente de la República. Ni la UP ni la derecha tenían en el Congreso Pleno votos suficientes para imponer a sus candidatos. La votación de los setenta y cinco parlamentarios democratacristianos era decisiva y nos veíamos abocados a tener que escoger entre dos postulantes que no eran el propio y contra los cuales habíamos luchado en la reciente campaña. 




			Para resolver tan importante cuestión, la DC se encontraba ante los siguientes hechos: la primera mayoría relativa obtenida por Allende, estrecha pero limpia y no objetada, si bien no le aseguraba ser designado —conforme a lo dispuesto en la Constitución—, le otorgaba, a la luz de la razón y de los hábitos políticos chilenos jamás desconocidos hasta entonces, un mejor título para serlo; junto con ello, Alessandri y los partidos que lo apoyaban habían declarado durante la campaña en forma categórica, solemne y reiterada, que debería ser elegido presidente el candidato que obtuviera la primera mayoría, aunque fuera por un solo voto. Finalmente, los planteamientos y el programa sostenidos por el senador Allende se acercaban mucho más a las tesis sustentadas por la DC que los de Alessandri, y la odiosidad de que hicieron gala los partidarios de este durante la campaña lastimó más hondo a los democratacristianos que los excesos provenientes de la izquierda. 




			Frente a estas circunstancias, casi no hubo partidarios de preferir al candidato de la derecha y la conclusión de que debía elegirse a Allende fue, en general, ampliamente compartida. Expresamente manifestamos que no seríamos nosotros «los que negaremos la sal y el agua a un eventual gobierno democrático del senador Allende, como por desgracia lo hicieron ellos y así lo anunciaron en las primeras horas del gobierno de Frei».57 




			Sin embargo, a ningún democratacristiano dejaba de preocupar el peligro que un gobierno controlado por comunistas y socialistas podría entrañar para el régimen democrático chileno. Surgió por ello la idea de condicionar la elección de Allende en el Congreso a la exigencia de garantías reales y efectivas que aseguraran el carácter plenamente democrático de su eventual gobierno. 




			En un documento presentado al consejo nacional del partido por el diputado Luis Maira, se justificaba la necesidad de esa exigencia en los siguientes antecedentes: primero, en la posición, reiteradamente expuesta por sectores del Partido Socialista y del MAPU, en orden a crear condiciones que agudicen un enfrentamiento político y apresuren la construcción de una economía socialista y un Estado autoritario; segundo, en la conducta invariablemente hegemónica que ha caracterizado al Partido Comunista en las organizaciones que había llegado a controlar (Universidad Técnica del Estado, Canal 9 de TV y Facultad de Ciencias y Artes Musicales); y tercero, en la experiencia histórica uniforme que muestran los países socialistas en orden a implantar un régimen de fuerza, de liquidación de las libertades públicas, como requisito esencial a la edificación de una nueva economía. 




			Expresando públicamente esas inquietudes en un discurso radial dirigido al país el 10 de septiembre, el presidente del PDC, el senador Benjamín Prado, dijo entre otras cosas: «Las fuerzas políticas que sustentaron la candidatura del señor Allende están integradas, entre otras, por partidos marxistas y, frente a esta realidad, se nos hace ineludible prevenir los riesgos de una transformación del sistema democrático chileno en un régimen que paulatinamente podría ir negando la existencia misma de las condiciones de libertad y de respeto a los valores de la persona humana que caracterizan una sociedad pluralista... Que nadie dude que en este evento nuestro partido estaría en la primera línea de una lucha sin cuartel que solo podría terminar con la restauración de los valores más sagrados para todo ser humano que nació libre». 




			Y luego de referirse a «las condiciones de otros pueblos que viven bajo el dictado de gobernantes socialistas», agregó: «El programa de la Unidad Popular y reiteradas afirmaciones públicas del senador Allende, contradicen esa experiencia histórica al ofrecer para Chile el desarrollo de un proceso de cambio revolucionario, pero democrático. Frente a esta alternativa que el senador Allende plantea para nuestro futuro, tenemos una actitud muy clara. Si va a ser así, quiere decir que el señor Allende debe estar dispuesto a dar garantías a todos los chilenos de que en su gobierno permanecerán vigentes los valores fundamentales de una sociedad pluralista. La Democracia Cristiana afirma que si el señor Allende otorga de un modo real y eficaz las garantías necesarias, que tenemos el deber de solicitarle en algunas materias vitales, puede esperar una decisión favorable de nuestra parte».58 




			La experiencia de países en que se habían instaurado regímenes marxista-leninistas nos mostraban que los riesgos más inminentes eran la supresión o grave restricción a las libertades personales, el monopolio gubernamental de los medios de comunicación de masas, el aplastamiento de los partidos políticos de oposición, la estatización total de la educación al servicio de la ideología oficial, el descabezamiento y politización de las Fuerzas Armadas y la creación de milicias populares, y el surgimiento de organizaciones de base no previstas en la estructura institucional de Estado ni generadas democráticamente, que se arrogan la representación del pueblo y ejercen un sedicente «poder popular» al margen de las autoridades legalmente establecidas. 




			Con el fin de estudiar la mejor manera de prevenir estos riesgos, el consejo nacional del PDC designó una comisión política especial formada por su presidente, el senador Benjamín Prado, el primer vicepresidente, Jaime Castillo, el senador Renán Fuentealba, el diputado Luis Maira y yo mismo. Para cumplir su cometido, la comisión reunió todos los antecedentes que le fue posible y procuró escuchar a los distintos sectores que podrían ser afectados por los peligros que se trataba de evitar. 




			Por esos días, el ministro de Defensa, Sergio Ossa, nos hizo saber que los altos mandos de las Fuerzas Armadas estaban preocupados por la politización del Ejército bajo un gobierno de izquierda y por la formación de brigadas que pudieran llegar a constituir un ejército paralelo. Decidimos organizar una reunión en mi casa, a la que asistieron el comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas, René Schneider, junto a las tres máximas autoridades de cada rama: el general Carlos Prats, el general del aire Carlos Guerrati y el almirante Hugo Tirado. Estaban también el ministro Ossa y los cinco miembros de la comisión política designada por el PDC. 




			Se quería conocer de estos lo que consideraban esencial para mantener incólumes a esas instituciones de cualquier amenaza de deterioro o quebrantamiento interno. Se quería saber, también, cuál era su parecer sobre la situación que vivía el país y sobre la trascendental decisión que debía adoptar el Congreso Pleno. 




			Los comandantes expusieron su opinión con claridad y sencillez. Respecto a la primera cuestión, lo esencial era, a su juicio, mantener la profesionalidad y la estructura jerárquica de las Fuerzas Armadas, lo que exigía, entre otras cosas, que los nombramientos y destinaciones de la oficialidad dependieran exclusivamente de los altos mandos, sin intervenciones ajenas, y que el reclutamiento de su personal, incluso a nivel de suboficialidad y tropa, solo pudiera hacerse a través de los institutos militares. Junto con ello, era importante mantener la dotación humana y el equipamiento material necesario a las Fuerzas Armadas. Y, finalmente, se debía evitar la formación de grupos armados paralelos. 




			Respecto a la situación que vivía el país y la decisión que debía adoptar el Congreso Pleno, el comandante en Jefe del Ejército, el general Schneider, reiteró con mucha precisión lo que ya había anunciado públicamente como «la doctrina institucional» del Ejército: no correspondía a las Fuerzas Armadas, sino al Congreso Pleno, la elección del futuro presidente. El Ejército no intervenía en política y haría cumplir la decisión del Congreso, cualquiera que ella fuera. Era de prever que en caso de que fuera elegido Alessandri en vez de Allende, se produjera en el país un estallido de violencia, pero en ese evento las Fuerzas Armadas dominarían la situación rápidamente. Los comandantes en jefe de la Marina y la Aviación, muy parcos en sus palabras, se limitaron a adherir a lo afirmado por el general Schneider. Más expresivo fue el jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, el general Carlos Prats, quien hizo presente que si, como consecuencia de la decisión del Congreso, se producía una situación de violencia, en ese momento había la certeza de dominarla fácilmente y en corto plazo, lo que en cambio sería previsiblemente mucho más difícil y costoso si, elegido Allende, se producía más adelante un intento de sectores marxistas, robustecidos desde el gobierno, para imponer una dictadura. 




			Con los antecedentes reunidos, el consejo nacional del PDC aprobó el 22 de septiembre, por unanimidad, un documento que contenía las garantías y condiciones que determinaban la posición de los setenta y cinco parlamentarios democratacristianos en el Congreso Pleno que debía designar al presidente de la República. Como en el mismo documento se dejó constancia, no se trataba de defender intereses de personas o grupos, ni de discutir el programa de gobierno de Allende, respecto del cual la DC no contraía compromisos de ninguna especie, reservándose la facultad de fijar su conducta política y de pronunciarse libremente. Lo que interesaba era «obtener seguridad acerca de la plena subsistencia en Chile de un régimen de convivencia democrática y de libertades públicas»,59 para lo cual se estimaba necesario explicitar la declaración de derechos contenida en la Constitución Política mediante una reforma constitucional que fuera aprobada con los votos de la Unidad Popular antes de la elección del nuevo presidente en el Congreso Pleno. 




			Al día siguiente, el senador Benjamín Prado, el primer vicepresidente, Jaime Castillo, el senador Renán Fuentealba, el diputado Luis Maira y yo mismo nos entrevistamos con el senador Allende y le hicimos entrega de dicho documento. Fue una reunión bastante formal que se verificó en la residencia de Allende en la calle Guardia Vieja, una casa más bien modesta, bastante pequeña, pero alhajada con gusto. El antejardín estaba atestado de gente relativamente joven, que después el país conocería con el nombre de GAP (Grupo de Amigos Personales), integrado por excombatientes del Ejército de Liberación Nacional de Bolivia quienes, durante la campaña electoral y a instancias de la hija de Allende, Beatriz, se habían ofrecido como voluntarios para proporcionar seguridad al candidato presidencial. Una vez que este asumió, el GAP fue incorporando en sus filas a militantes del MIR, entre ellos a Andrés Pascal, sobrino del mandatario, que acompañaban al presidente Allende dondequiera que fuese durante su mandato. 




			Salvador Allende tenía su forma de ganarse a la gente. Humanamente, a pesar de su empaquetadura, era un hombre que sabía llegar al fondo de las cosas. Tenía eso del hombre formado en la vieja República, algo común a todos nosotros. Nos recibió en su casa y luego se sentó en una silla mecedora. Comenzamos a hablar y de repente nos hizo partícipes de un recuerdo familiar. Nos contó que en esa mecedora se sentaba su madre a rezar el rosario y que él, cuando llegaba de la universidad, se ponía a su lado. Fue un momento conmovedor, pero no sé cuánto tuvo de planeado. 




			El senador Prado le expuso los puntos de vista del PDC respecto del pronunciamiento pendiente del Congreso Pleno y el futuro gobierno y le hizo entrega del documento. Allende lo leyó en nuestra presencia, subrayó algunos párrafos y luego, de manera tranquila y reposada, nos dijo que su larga actuación política de invariable lealtad democrática era la mejor garantía de su vocación constitucional, de la que nadie podía dudar. Como claramente exponía en su programa, la UP proyectaba realizar un gobierno que no solo respetara las conquistas democráticas, sino que las profundizara y perfeccionara. Para él, nuestro apoyo tenía especial importancia y significación por cuanto avalaba ante el mundo su título democrático, razón por la cual nos pediría nuestros votos en el Congreso Pleno, más allá de si nos necesitara para ser elegido o no. Su deseo sería contar con la colaboración de la DC en su gobierno, aunque comprendía que ello no podía pensarse en ese momento, pero esperaba que la idea pudiera hacerse viable más adelante. Claramente nos dio a entender que la UP no nos aceptaría entonces como socios, pero que esto podría cambiar después. Por nuestra parte, le dejamos expresa constancia de que tampoco entraba en los propósitos de la DC participar en su eventual gobierno. 




			En cuanto al contenido mismo del documento, Allende anticipó expresamente su acuerdo con varios planteamientos, a lo que nosotros replicamos señalándole los justificados recelos que suscitaban las tendencias arbitrarias puestas de manifiesto por algunos sectores de sus acompañantes, de lo que él procuró tranquilizarnos y se valió para quejarse, a su vez, de la desconfianza que tenía en la actuación de los servicios policiales frente a actividades sediciosas, que dijo conocer y haber denunciado oficialmente, de grupos empeñados en impedir a toda costa su ascensión al gobierno. 




			La reunión concluyó con el compromiso de Allende de contestar por escrito en breve plazo el documento del PDC, previa consulta a los partidos de la UP. Se acordó que la DC entregaría el documento a la publicidad al día siguiente. Allende nos pidió, sin embargo, que, para facilitar la aceptación de sus partidarios, eliminásemos de la publicación algunos párrafos en que se hacía referencia a lo ocurrido en los países socialistas y la conducta atrabiliaria que estaban teniendo en Chile algunos Comités de Unidad Popular (CUP), como, asimismo, la exigencia formal de concretar las garantías en una reforma constitucional. Nosotros no contrajimos al respecto compromiso alguno, pero luego, contra el parecer de Jaime Castillo, aceptamos la petición de Allende y el documento se publicó sin esos párrafos.60 




			Seis días después, el 29 de septiembre, Allende formalizó su respuesta en una extensa carta dirigida al presidente del PDC. En lenguaje ponderado, aunque escrito como si ya fuera presidente electo, procuraba desvanecer las preocupaciones de la DC, enfatizar sus convicciones democráticas y demostrar la lealtad a ellas de la UP, pero no contraía compromiso alguno respecto de las garantías específicas que le habíamos requerido.61 




			La réplica de la DC no se dejó esperar: en declaración pública emitida al día siguiente, el consejo nacional expresó su aprecio por «el valor que tienen los criterios del senador Allende sobre pluralismo democrático, Estado de derecho y libertades públicas», pero hizo ver que su carta «no contiene una respuesta completa y satisfactoria a las proposiciones concretas que el Partido Demócrata Cristiano le formuló para traducir sus planteamientos en garantías reales y efectivas», y agregó: «Por las razones que en su oportunidad se le hicieron presente... la Democracia Cristiana considera indispensable que esos criterios se traduzcan en un estatuto jurídico de garantías democráticas que tengan consagración constitucional, mediante un proyecto elaborado de común acuerdo, que se estudie, presente y apruebe por el Parlamento en el plazo más breve posible».62 




			Esta declaración no pudo dejar dudas a Allende y a la UP en orden a que la DC no se contentaría sino con la satisfacción cabal de su requerimiento. Y el tiempo apremiaba, pues la junta nacional del PDC, único organismo competente para decidir la posición del partido en la elección presidencial, estaba citada para los días 3 y 4 de octubre. Fue así como el 2 de ese mes el comando nacional de la Unidad Popular, «con la participación y el acuerdo de Salvador Allende», hizo pública «su conformidad para constituir una comisión conjunta que en el plazo más breve estudie un estatuto constitucional para las ideas y proposiciones contenidas en los documentos intercambiados entre el PDC y Salvador Allende y para que este estatuto se tramite en el Congreso con el respaldo de ambas fuerzas».63 




			En el intertanto, y teniendo como base el proyecto de reforma constitucional aprobado en 1965 por la Cámara de Diputados, pero que luego quedó paralizado en el Senado, con la colaboración de algunos profesores de derecho redacté el anteproyecto de reforma constitucional destinado a formalizar las garantías democráticas.64 En resumen, en él se completaba y perfeccionaba la declaración de derechos contenida en la Carta Fundamental respecto de las siguientes materias: 




			 




			• Derecho de los ciudadanos a agruparse libremente en partidos políticos; libertad de estos para organizarse, definir sus declaraciones de principios y programas, presentar candidatos, intervenir en la generación de los poderes públicos, mantener secretarías de propaganda y medios de comunicación y tener acceso libre e igualitario a los órganos de difusión del Estado; 




			 




			• Libertad de información y de opinión, derecho de respuesta, libre acceso de todas las corrientes de opinión a los medios de comunicación de masas y necesidad de ley para modificar el régimen de propiedad y funcionamiento de esos medios; 




			 




			• Libertad de enseñanza, orientación democrática y pluralista de la educación, financiamiento público de la educación particular gratuita y plena autonomía universitaria; 




			 




			• Carácter profesional, jerárquico y no político de las Fuerzas Armadas y Carabineros, y exclusión terminante de cualquiera otra organización armada; 




			 




			• Derecho a la participación social, deber del Estado de remover los obstáculos que limitan la libertad e igualdad de las personas, autonomía de las organizaciones sociales, especialmente sindicales, cooperativas, vecinales, femeninas, juveniles, etc., y prohibición a cualquier grupo de atribuirse poderes propios de las autoridades estatales; y 




			 




			• Vigorización de las normas sobre libertad personal y de trabajo, sobre derecho de reunión y sobre inviolabilidad de la correspondencia.65 




			 




			Aunque nadie llegó a la junta nacional del PDC con la idea de sugerir el apoyo de Alessandri, las opiniones estaban bastante divididas. Había quienes pensaban que la única garantía efectiva de estabilidad democrática bajo un gobierno de Allende era la participación directa de la DC en posiciones importantes y con objetivos programáticos previamente definidos. El senador Ignacio Palma y el exministro Edmundo Pérez eran de ese parecer, que no encontró ambiente propicio, primero, porque veíamos muy difícil que la izquierda estuviese de acuerdo en ello y, en caso de que así fuere, no confiábamos en la lealtad con que los partidos de la UP procederían en una combinación gubernativa necesariamente controlada por ellos; segundo, porque la participación del Partido Comunista nos provocaba un profundo rechazo; y por último, porque resultaba demasiado fuerte la idea de una alianza con quienes habían sido implacables enemigos de nuestro gobierno. 




			También había camaradas que consideraban que lo importante en la negociación era no poner dificultades, no crearse problemas con Allende; por el contrario, preferían ceder todo lo necesario, lo más posible, para poder facilitar el camino. 




			El debate se centró, principalmente, entre dos sectores. Unos, preocupados por las convulsiones a que podría dar origen el clima de incertidumbre y de recelo que el país vivía y aun por el peligro de que la normalidad institucional fuera quebrada por alguna aventura golpista promovida por la extrema derecha, creían necesaria una pronta definición. Otros, más preocupados por la forma en que Allende y la UP daban la elección como consumada, desconociendo que el proceso electoral estaba todavía inconcluso, creíamos indispensable —sobre todo, como precedente para el futuro— obligarlos a entender que no eran mayoría y que no podían imponer su voluntad, sino que necesitaban entenderse lealmente si querían gobernar. 




			En un discurso que pronuncié el segundo día de la junta, hice ver mi convencimiento de que el mejor derecho a ser elegido presidente de Chile lo tenía Salvador Allende y que, por la identidad de posiciones entre el programa de la Unidad Popular y el nuestro, lo natural era que contribuyéramos a su elección en el Congreso Pleno. Creía necesario, eso sí, asegurar reglas del juego claras que nos garantizaran que, en caso de ser elegido, Allende y su gobierno actuarían dentro del marco legal establecido por la Constitución, e incluso señalé que teníamos redactado un anteproyecto de reforma constitucional que estaba listo para ser presentado en el Congreso. Sin embargo, advertí que, para el futuro de Chile y nuestro propio futuro como hombres libres y democratacristianos, lo fundamental era ser consecuentes con nuestros principios y actuar conforme a ellos. No responderíamos al presidente Allende y su gobierno con la misma moneda con que ellos nos habían tratado, pero tenía claro que, en la medida que nos vieran blandos, débiles, condescendientes, entregados, pusilánimes y miedosos, arrasarían con nosotros. Debíamos, en consecuencia, ser nosotros mismos, ni «postillones de la Unidad Popular» ni «nueva cara de la derecha». Nuestro deber era tener coraje para afirmar nuestra propia personalidad, para decir nuestra verdad, para ejercer nuestros derechos. Al finalizar, dije que el PDC podía casarse con el marxismo, pero no podíamos aceptar ser su querida. Y lo que los marxistas querían no era casarse con nosotros, sino recibirnos como querida y darnos el puntapié el día que les diera la gana. 




			Se presentaron finalmente dos votos. El primero señalaba que, teniendo en cuenta los intercambios de documentos producidos y «considerando la conveniencia nacional y la necesidad de definir lo antes posible y de un modo claro y operante la conducta definitiva» de los democratacristianos, proponía «apoyar en el Congreso Pleno la candidatura del senador Salvador Allende sobre la base de acordar estatutos de garantías constitucionales», facultando al consejo para constituir con la UP una comisión mixta redactora y para aprobar dicho estatuto siempre que en su texto «se contemplen todas las medidas propuestas por la DC». En caso de que esta gestión no terminara satisfactoriamente, el consejo quedaría facultado para presentar el estatuto de garantías como proyecto propio y citaría nuevamente a la junta nacional para determinar la actitud política de la DC.66
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